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Denuncia de impedimento contra el aspirante Carlos Alberto Solórzano Rivera 

 

 

Eleonora Muralles Pineda, casada, guatemalteca, arquitecta, de este domicilio, con lugar para 

recibir notificaciones en 10ª calle 9-68 zona 1, Edificio Rosanca, oficina 215, ciudad de Guatemala, 

con correo electrónico informacion.fads@gmail.com y número telefónico 22531034; comparezco 

ante la Comisión de Derechos Humanos que presentará al Congreso de la República de Guatemala 

la nómina de candidatos a optar al cargo de Procurador de los Derechos Humanos, para el período 

2022-2027, con sede en la 7ª avenida 9-34 zona 1, Edificio Morales, segundo nivel, oficina doscientos 

dos (oficina de la Comisión de Derechos Humanos), ciudad de Guatemala, a plantear objeción 

ciudadana en contra del aspirante Carlos Alberto Solórzano Rivera para optar al cargo de 

procurador de los derechos humanos, por las siguientes razones: 

 

 

1. Falta de idoneidad para el cargo de procurador de los derechos humanos, demostrada por un 

desempeño deficiente en el cargo como relator titular de la Oficina Nacional de Prevención 

de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes 

Como consta en el Acuerdo número 10-2014 del Congreso de la República de fecha 20 de marzo de 

2014, el aspirante fue electo relator titular de la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura y Otros 

Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes -en adelante ONPT- por un período de cinco años, 

es decir de marzo de dos mil catorce a marzo de dos mil diecinueve. 

 

En ese período, el procurador de los derechos humanos -en adelante PDH- se pronunció sobre el 

funcionamiento y cumplimiento del mandato legal de la ONPT en los informes anuales 

circunstanciados de los años 2016, 2017 y 2018, de los que se adjuntan los extractos de interés que 

contienen la parte relevante que se resume a continuación: 

 

En el informe anual circunstanciado del procurador de los derechos humanos, Jorge Eduardo de 

León Duque, correspondiente al año 2016, consta que: “en agosto de 2016 la PDH realizó una 

supervisión a la ONP para verificar su funcionamiento, el cumplimiento de su mandato legal y el 

impacto de sus acciones en los dos primeros años de implementación”. 1  

 

El informe de esa supervisión concluyó que la ONPT no había cumplido con su mandato y no había 

tenido un funcionamiento adecuado, entre varias razones, por las siguientes: 

1. Los relatores y relatora no tenían claro el mandato legal, especialmente respecto a la 

identificación y atención de víctimas. 

2. Falta de idoneidad de los relatores electos, especialmente en cuanto a la experiencia mínima 

con que debían contar. 

3. Opacidad en la contratación de personal y dudas sobre la idoneidad del mismo. 

4. La existencia de conflictos personales permanentes entre los relatores, relatora y secretario 

ejecutivo, relacionados con la contratación y distribución de personal y la disposición de otros 

recursos. 

 

 

 
1 Informe anual circunstanciado del año 2016. Págs. 204 – 205. 
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El informe anual circunstanciado del año 20172 del procurador de los derechos humanos Augusto 
Jordán Rodas Andrade, puso de manifiesto que el Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura 
-en adelante MNPT- continuaba inoperante, “ya que persist[ían] las debilidades de la ONPT 
señaladas ampliamente por el PDH en su informe anual 2016, lo que pone a Guatemala en el 
incumplimiento de sus compromisos internacionales en materia de prevención de la tortura, tratos 
y penas crueles, inhumanas o degradantes.” 
 
Asimismo, indicó que una situación que influyó de forma directa para que la ONPT no lograra 
funcionar adecuadamente fue que “el relator y relatora que continuaron en funciones actuaron de 
forma separada y con opacidad, sin una agenda común acorde al mandado (sic) de la ONPT, 
violentando el artículo 13, inciso “f” de la Ley del MNPT, el cual establece que, para las visitas 
periódicas a cualquier lugar de privación de libertad, de detención o de restricción de la libertad de 
locomoción, participarán al menos dos relatores. La ejecución del presupuesto de la ONPT asignado 
para viáticos (Q107,750.00), al 21 de noviembre de 2017, había sido únicamente del 0.56%.” 
 
Del informe anual circunstanciado del año 20183 se puede resaltar que la situación del MNPT 
descrita no había variado sustantivamente, al no “superar la serie de inconsistencias y debilidades 
identificadas en la supervisión administrativa realizada por la PDH a dicha entidad en agosto 2016, 
en especial el desorden administrativo y financiero, y la falta de capacidad e idoneidad de los 
relatores y relatora quienes conformaron el Mecanismo por vez primera, afectando el 
funcionamiento del mismo desde sus inicios”. 
 
De lo referido, se resaltan los siguientes puntos: 
 

• La falta de idoneidad del relator en cuanto a la experiencia con la que debía contar y la falta 
de claridad del mandato legal, especialmente respecto a la identificación y atención de 
víctimas 

El Decreto número 40-2010 del Congreso de la República establece que para poder ser electo relator 
o relatora se requiere: 

a) Ser guatemalteco o guatemalteca de origen 
b) Ser mayor de edad 
c) Ser profesional en cualquiera de las ciencias humanas, sociales, jurídicas, de la salud física y 

mental, entre otros, que guarden relación con los ámbitos profesionales presentes o 
necesarios para prevenir la tortura en los centros de privación de libertad; y, 

d) Tener experiencia mínima de cuatro años en el campo de los derechos humanos, 
administración de justicia, de los derechos de las personas privadas de libertad, en la 
prevención de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, en 
investigación criminal, en protección de la niñez y adolescencia, justicia juvenil o en la 
rehabilitación de víctimas de tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes. 

 
Según consta en el currículo de Carlos Solórzano Rivera4, si bien tiene experiencia en la 
administración pública, su carrera previa a la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura es 

 
2 Informe anual circunstanciado del año 2017. Págs. 69 – 70. 
3 Informe anual del 2018. Pág. 60 
4 Véase en: http://cp-tse.usac.edu.gt/app/expdigitales/2306709972001_hojadevida.pdf 



 

3 

mayoritariamente parlamentaria y de asesoría jurídica, con pocas coincidencias en el campo de los 
derechos humanos y la administración de justicia, menos en relación con la tortura, tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes o la atención de víctimas.  
 
Esta situación se refleja en los informes de la PDH, de dos administraciones distintas. Así como en 
las observaciones finales emitidas por el Comité contra la Tortura a Guatemala en 2018 (se adjunta 
al presente, impresión simple de lo relacionado): “preocupa al Comité que los procesos de selección 
que han tenido lugar hasta la fecha hayan sido cuestionados por su opacidad, demora injustificada 
y por no haberse exigido la experiencia o especialización en derechos humanos como criterio de 
selección”5.  
 
En este marco, es importante cuestionar si la falta de experiencia en el campo de los derechos 
humanos y de atención a víctimas se evidenció en una entidad relativamente nueva como la Oficina 
Nacional contra la Tortura, ¿cuánto más puede afectar a una institución como la del Procurador de 
los Derechos Humanos que requiere conocimientos y experiencia más amplios en distintos campos 
relacionados con los derechos humanos?  
 

• La existencia de conflictos personales permanentes entre los relatores, relatora y secretario 
ejecutivo, relacionados con la contratación y distribución de personal y la disposición de otros 
recursos 

Los conflictos personales permanentes suscitados entre los relatores resaltan la falta de experiencia 
en cargos de administración, la coordinación y la comunicación fluida que debe existir en el 
mecanismo, la falta de capacidad de diálogo, mediación y trabajo en equipo; cualidades mínimas 
con las que debería contar quien esté a cargo de una institución como la del Procurador de los 
Derechos Humanos.   
 
Una de las actividades del PDH es servir como mediador de conflictos, lo cual requiere altas 
calidades humanas, además de técnicas y profesionales.  ¿Si el aspirante participó en conflictos con 
otros relatores, que incluso tuvieron alcance público, al frente de la Oficina Nacional de Prevención 
de la Tortura, cómo se reflejará esto en la administración de la institución del Procurador de los 
Derechos Humanos? 
 
Además, la situación referida pone en duda las motivaciones de los conflictos por contrataciones, 
distribución de personal y disposición de recursos. El Comité contra la Tortura expresó su 
preocupación por denuncias de “incumplimiento del mandato legal de esa Oficina en relación a la 
ausencia de pronunciamientos públicos y de seguimiento de sus recomendaciones ante las 
autoridades competentes, la mala gestión de los recursos, el escaso impacto de su labor y la falta 
de una composición interdisciplinaria y pluricultural”6. 
 
 
 
 

 
5 Comité contra la Tortura. Observaciones finales sobre el séptimo informe periódico de Guatemala 
(CAT/C/GTM/CO/7). ONU, 26 de septiembre de 2018. Párrafo 14. 
6 Loc. Cit.  
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2. Extralimitación en el ejercicio de la función pública al emitir recomendaciones ad hoc en 
contravención de la independencia judicial y del derecho de igualdad 

El artículo 12 de la Ley del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos o Penas, 
Crueles, Inhumanos o Degradantes, contenida en el Decreto número 40-2010 del Congreso de la 
República, establece que la ONPT tendrá como mandato hacer recomendaciones y/o peticiones a 
las autoridades competentes para: 
a) Mejorar el trato y las condiciones de las personas privadas de su libertad y de prevenir la tortura 

y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, tomando en consideración las normas 
pertinentes de derecho internacional de los derechos humanos. 

b) Asegurar la integridad, dignidad y una efectiva atención y reparación a las víctimas de tortura y 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, tomando en consideración las normas 
pertinentes de derecho nacional e internacional de los derechos humanos. 

 
El Reglamento de la Ley del MNPT, contenido en el Acuerdo número 1-2019 del Pleno de Relatores 
de la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, estipula que los relatores realizarán visitas a cualquier lugar de privación de libertad, 
de detención o restricción de libertad de locomoción para examinar en detalle, monitorear las 
condiciones de los centros de detención, así como identificar la existencia de tortura y otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes, y en su caso, hacer recomendaciones sobre cómo 
podrían resolverse las falencias encontradas. 
 
De las recomendaciones emitidas por el aspirante Solórzano Rivera, en su calidad de relator durante 
2018 y 2019, firmadas directamente por él o aquellas que respalda por haber participado en la visita, 
en 17 de ellas se intenta direccionar el actuar de jueces de instancia y de sentencia, respecto a 
otorgar medidas sustitutivas de la prisión preventiva, sobre todo en casos de personas vinculadas a 
delitos relacionados con la corrupción como: Igor Vladimirovich Bitkov, Luisa María Silvana Salas, 
Emilennee Mazariegos, Giovani Marroquín Navas y Daniela de la Luz Beltranena Campbell, entre 
otros. En el caso del señor Marroquín Navas se emitieron tres recomendaciones a su favor, dos de 
ellas dirigidas a jueces y una al MP. Se adjunta copia simple de recomendaciones más relevantes, en 
las que el aspirante solicitó el análisis de la situación legal, recomendando considerar la aplicación 
de medidas sustitutivas.  
 
El artículo 203 de la Constitución Política de la República establece que los magistrados y jueces son 
independientes en el ejercicio de sus funciones y únicamente están sujetos la Constitución de la 
República y a las leyes. Además, resalta que la función jurisdiccional se ejerce, con exclusividad 
absoluta, por la CSJ y por los demás tribunales que establezca la ley; enfatizando que ninguna otra 
autoridad podrá intervenir en la administración de justicia.  
 
Los principios básicos relativos a la independencia de la judicatura establecen que no se efectuarán 
intromisiones indebidas o injustificadas en el proceso judicial, ni se someterán a revisión las 
decisiones judiciales de los tribunales, con excepción de los recursos que contemple la ley.  También 
enfatiza que los jueces resolverán los asuntos que conozcan sin influencias, alicientes, presiones o 
amenazas o intromisiones indebidas, directas o indirectas. 
 
Recomendar el otorgamiento de medidas sustitutivas en casos específicos y en favor de personas 
determinadas, sin ser parte de los procesos, ni tener autoridad judicial, es una clara intromisión a la 
independencia judicial, que implica una extralimitación del mandato y de las atribuciones del relator 
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Solórzano Rivera. Incluso el Comité Contra la Tortura de la Organización de Naciones Unidas (ONU) 
se refirió a esta situación: “El Comité se muestra especialmente alarmado por la utilización de la 
institución como instrumento de presión a jueces que luchan contra la corrupción, tal y como 
evidencian las acusaciones contra las juezas Iris Yassmin Barrios y Erika Lorena Aifan Dávila en el 
caso Bitkov, alegando que sus actuaciones judiciales podrían constituir tortura”7. 
 
Las recomendaciones emitidas también generan una violación al principio de igualdad consagrado 
en el artículo 4 de la Constitución Política de la República, debido a que se utilizó la institucionalidad 
de la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura para promover la aplicación de medidas 
sustitutivas en favor de personas determinadas, arguyendo condiciones como la existencia de hijos 
menores, la maternidad o situaciones de salud, que en algunos casos ni siquiera se especifican en 
los oficios. Sin embargo, es conveniente reflexionar respecto a si estas circunstancias deben ser 
consideradas para el otorgamiento de una medida sustitutiva, ¿por qué no se han promovido 
acciones generales en favor de todas las personas privadas de libertad que están en esas mismas 
condiciones? 
 
3. Conclusiones sobre el rechazo a la posible candidatura como procurador de los derechos 

humanos del aspirante   
El desempeño deficiente del aspirante en el cargo como relator titular de la Oficina Nacional de 
Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, evidencia su 
falta de idoneidad para el cargo de procurador de los derechos humanos. La cual fue documentada 
por dos procuradores de derechos humanos, en periodos distintos, y reiterada por el mismo Comité 
contra la Tortura de Naciones Unidas.   
 
Si se selecciona al aspirante como candidato a procurador de los derechos humanos, podría 
repetirse la situación que se vivió en la ONPT en cuanto al funcionamiento inadecuado, desorden 
administrativo y financiero, conflictos personales e incumplimiento del mandato legal. La sociedad 
debe tener plena confianza en que la función pública será ejercida de manera apropiada, diligente 
y eficiente, lo que debe respaldarse en presunciones basadas en la evidencia.  
 
Por otro lado, y aún más grave, es la extralimitación del aspirante en el ejercicio de la función pública 
al emitir recomendaciones ad hoc, sobre todo a favor de personas relacionadas con casos de 
corrupción. Esto ha representado una afrenta a la independencia judicial como una garantía básica 
del funcionamiento del Poder Judicial y al derecho de igualdad de las personas privadas de libertad.  
 
Por las razones expuestas, solicito a la Comisión de Derechos Humanos NO incluir al aspirante Carlos 
Alberto Solórzano Rivera en la nómina de candidatos para el cargo de procurador de los derechos 
humanos (2022-2027) que se presentará al Congreso de la República.  
 
 
 
 

Eleonora Muralles Pineda 

 
7 Comité contra la Tortura. Observaciones finales sobre el séptimo informe periódico de Guatemala 
(CAT/C/GTM/CO/7). ONU, 26 de septiembre de 2018. Párrafo 14.  
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EL MECANISMO NACIONAL DE PREVENCIÓN DE LA TORTURA

En octubre de 2010 el Estado de Guatemala aprobó la Ley del Mecanismo Nacional de Prevención contra la 
Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (Ley del MNP), en cumplimiento del Proto-
colo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes 
de las Naciones Unidas (la CAT604); dicho mecanismo está integrado por la Oficina Nacional de Prevención de 
la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes (ONP), que cuenta con un órgano asesor 
denominado Consejo Consultivo y una Secretaría Ejecutiva que le asiste. 

La Ley del MNP cobró vigencia en noviembre 2010, sin embargo fue hasta el 20 de marzo de 2014 cuando 
finalmente el Congreso de la República eligió a cuatro relatores y una relatora para integrar la ONP, de con-
formidad con las disposiciones de dicha ley (arts. 17, 21 y 38); dicha elección se dio dos años después de que 
la Comisión de Derechos Humanos de dicho organismo había realizado la selección de las hojas de vida de 
los candidatos y candidatas para ser presentadas al pleno. El retraso fue señalado por el PDH en su Informe 
Anual Circunstanciado 2013605. Los relatores nombrados fueron Otto Marroquín Guerra, Hilario Roderico Pine-
da Sánchez, Carlos Alberto Solórzano Rivera, Mario Enrique Carrera y Silvia Lucrecia Villalta Martínez.

En agosto de 2016 la PDH realizó una supervisión a la ONP para verificar su funcionamiento, el cumplimiento 
de su mandato legal y el impacto de sus acciones en los dos primeros años de implementación606, sostenien-
do reuniones individuales con el Relator Presidente de la ONP, una Relatora y un Relator titulares, y Secretario 
Ejecutivo de la misma; así como con miembros del Consejo Consultivo de la ONP, Diputado Presidente de 
la Comisión de Derechos Humanos del Congreso de la República, miembros de la Red contra la Tortura con-
formada por instituciones de sociedad civil607 que es acompañada por representantes de la Oficina del Alto 
Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos en Guatemala (OACNUDH), y la Directora de 
Auditoría de Entidades Autónomas y Descentralizadas de la Contraloría General de Cuentas (CGC).

El informe de dicha supervisión concluye que el Estado de Guatemala no ha logrado una implementación 
eficiente y eficaz del mismo; la ONP no ha cumplido con su mandato y no ha tenido un funcionamiento 
adecuado, fundamentalmente por lo siguiente: 

a.	 Los relatores y relatora no tienen claro el mandato que la ley les otorga, especialmente respecto a la identifi-
cación y atención de víctimas de tortura, tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes. 

b.	 Falta de idoneidad de los relatores electos para conformar la ONP, especialmente en cuanto a la experiencia 
mínima con que debieran contar en el campo de derechos humanos, prevención de tortura y otros tratos o 
penas crueles, inhumanas o degradantes, y en rehabilitación de las víctimas, según lo establece la Ley del 
MNP (art. 19). 

c.	 Opacidad desde el proceso de selección de candidatos y retraso injustificado -más de dos años- para la elec-
ción de relatorías de la ONP por parte del Congreso de la República. 

d.	 Opacidad en la contratación de personal y dudas sobre la idoneidad del mismo.

604 Aprobada por el Decreto 52-89 del Congreso de la República, el 12 de octubre de 1989; depósito de Ratificación en Naciones Unidas: 5 
de enero de 1990; publicado en el Diario Oficial: 26 de abril de 1990.
605 PDH. Informe Anual Circunstanciado de Situación de los Derechos Humanos 2013. Pág. 50. 
606 PDH. Informe de Supervisión del Procurador de los Derechos Humanos a la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura. Guatemala, 
agosto de 2016.
607 Entre ellas: Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala, Equipo de Estudios Comunitarios y Acción Psicosocial, 
y Oficina de Derechos Humanos del Arzobispado de Guatemala.  
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e.	 La existencia de conflictos personales permanentes entre los relatores, relatora y Secretario Ejecutivo, relacio-
nados con la contratación y distribución de personal y la disposición de otros recursos, los cuales se reflejan 
en los ámbitos interpersonal, laboral, administrativo y judicial (penal); esto se puede constatar con las actas 
de sesiones del pleno de relatores, las denuncias interpuestas por todos los relatores, relatora y Secretario 
Ejecutivo, así como por parte de una empleada de la ONP, ya sea en la institución del PDH, el Ministerio de 
Trabajo o el Ministerio Público. A raíz de una de estas denuncias la relatora solicitó medidas de seguridad que 
obligan a sus colegas a no acercarse a ella.

En el marco de su supervisión, el PDH observó que existen al menos 24 expedientes de investigación en el 
MP relacionados a denuncias entre la relatora y relatores y Secretario Ejecutivo de la ONP. La tensión entre 
relatores y relatora llegó al grado de que el pleno de relatores acordó, en sesión extraordinaria, solicitar a 
la Comisión de Derechos Humanos del Congreso la remoción de la relatora, y certificar lo conducente al 
Ministerio Público y al Tribunal de Honor del Colegio de Abogados y Notarios de Guatemala. 

a.	 Dificultades para la integración de equipos para las verificaciones in situ debido a los conflictos internos 
señalados. 

b.	 Inconsistencias tanto en la planificación anual de trabajo como en la ejecución de sus metas. 
c.	 Inconsistencias y debilidades en la comunicación y entendimiento entre los actores relacionados directa-

mente con el funcionamiento de la ONP: pleno de relatores/a, Consejo Consultivo, Comisión de Derechos 
Humanos del Congreso de la República.

d.	 Falta de atención de la Comisión de Derechos Humanos del Congreso a las preocupaciones presentadas en 
2015 por el Consejo Consultivo “sobre la implementación administrativa, operativa y funciograma de la ONP”.

e.	 Desintegración del Consejo Consultivo. 
f.	 Falta de atención del Consejo Consultivo al informe del Subcomité para la Prevención de la Tortura y Otros 

Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes de Naciones Unidas (SPT), particularmente relacionado 
con las represalias administrativas de la ONP contra el personal de la Oficina. 

g.	 Desatención de la ONP a las recomendaciones emitidas oportunamente por el Consejo Consultivo y por el 
SPT. 

h.	 La falta de reglamentación del procedimiento requerido por la Ley del MNP para la finalización del cargo de 
relatores o relatoras por “incumplimiento a sus funciones, mandato o a los principios de derechos humanos 
que rigen el trabajo de la Oficina Nacional de Prevención” (art. 23, numeral 4). 

Dicho informe también señala que la ONP no ha tenido la capacidad de formular recomendaciones claras 
y oportunas a las entidades y funcionarios competentes en cuanto a las necesidades de implementar me-
didas de protección contra la tortura o su prevención, de conformidad con su mandato; la ONP también 
ha incumplido en identificar (inventariar) y verificar todos los centros de privación y restricción de libertad 
como lo establece la Ley del MNP, que incluye zonas de tránsito en aeropuertos, puertos y zonas fronterizas, 
albergues para migrantes y solicitantes de asilo, entre otros, sean estos lugares públicos o privados (art. 4, 
literal d; y, 12, literal a).

De esa cuenta, en Guatemala sigue pendiente la identificación y caracterización de las víctimas de tortura, 
tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes, así como la precisión de los lugares y frecuencia en que 
estas situaciones se dan, tarea que la ONP no ha promovido a pesar de ser clave en su mandato.
Por último, el PDH observó que la ONP ha incumplido en garantizar que sus informes sean de carácter pú-
blico como lo establece la Ley del MNP (art. 16, inciso b), así como con la obligación de brindar información 
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de oficio, de conformidad con la Ley de Acceso a la Información Pública, Decreto 57-2008 del Congreso de 
la República (art. 10, numeral 5).

Por su parte, el informe de la Contraloría General de Cuentas sobre el Examen Especial de Auditoría que 
realizó a la ONP, correspondiente a los primeros nueve meses de 2015, señala una serie de irregularidades 
identificadas en la gestión de la ONP608, entre ellas:

a.	 Incumplimiento por parte de Auditoría Interna de la ONP
b.	 Irregularidades con la asignación de viáticos (formularios sin sellos y sin la numeración correspondiente, sin 

el nombre de la persona a quien se otorgó)
c.	 El actual presidente relator de la ONP (Carlos Solórzano) es pensionado activo, a su vez recibe honorarios en 

el renglón 011 por parte del Estado, infringiendo el artículo 112 de la CPRG.
d.	 Irregularidad en los contratos de personal (sin número de cuentadancia); falta de control y verificación de los 

contratos por prestación de servicios.
e.	 Facturas emitidas erróneamente.
f.	 Falta de descuento de cuota laboral del IGSS (relatores y secretario ejecutivo)
g.	 Deficiente registro y devolución de ISR

El PDH considera de suma importancia que la CGC realice a la brevedad una nueva Auditoría Especial a la 
ONP, correspondiente al último trimestre de 2015 y al ejercicio fiscal 2016, con el fin de establecer si las 
irregularidades encontradas en su auditoría anterior ya fueron subsanadas por las autoridades de la ONP, y 
si la gestión de la misma durante los periodos señalados 2016 cumplió con los estándares de transparencia 
en la ejecución de los fondos públicos que administra.

Debido a las serias debilidades de funcionamiento de la ONP, y la opacidad de los relatores y relatora en el 
desempeño de sus funciones, el PDH recomendó al Congreso de la República revocar el mandato de la y los 
relatores titulares y suplentes que eligieron para integrar la ONP, señalando que existe causa justa probada 
para hacerlo: por incumplimiento de los deberes y funciones que les asigna el mandato y especialmente 
por irrespetar e incumplir con los principios de derechos humanos que deben regir el trabajo de la Oficina 
Nacional de Prevención, previstas en el artículo 23, numeral 4 de la Ley del MNP.609

Recomendó además que dicho organismo debía realizar de forma paralela a la revocatoria, la convocatoria 
correspondiente para iniciar el proceso de selección y elección de los cinco nuevos relatores o relatoras de 
la ONP, garantizando para ello un proceso transparente y en estrecha colaboración con la sociedad civil, y 
que dicha elección debía realizarse con base en los perfiles y requisitos establecidos en la Ley del MNP, a fin 
de garantizar la implementación eficaz del MNP en Guatemala. 

Por otra parte, el PDH recomendó al MP realizar una investigación eficaz de todos los hechos denunciados 
por la Relatora, Relatores y Secretario Ejecutivo de la ONP, a fin de que los mismos sean dilucidados y resuel-
tos sin mayor dilación.

En dichas recomendaciones el PDH enfatizó que la actuación de los relatores y la relatora ha provocado que 
el Estado de Guatemala continúe incumpliendo obligaciones de carácter internacional, en relación con la 
608 CGC. Examen Especial de Auditoría a la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degra-
dantes del 01 de enero al 30 de septiembre de 2015. Guatemala, marzo 2016.
609 PDH. Informe de Supervisión del Procurador de los Derechos Humanos a la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura. Guatemala, 
agosto de 2016. Pág. 27.
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prevención de la tortura y otras penas y tratos crueles, inhumanos y degradantes, y por tal motivo, el Congre-
so de la República sin más dilación debía resolver lo correspondiente.

Sin embargo, el Congreso de la República no realizó la revocatoria del mandato de relatora y relatores, según 
el Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Congreso, por no contar con un mecanismo claro 
para el efecto, cuya situación también preocupa al PDH. 

El 30 de agosto de 2016 la Comisión Específica del Congreso de la República conformada para conocer la 
situación de la ONP610, presentó al Presidente de dicho organismo la iniciativa 5146 con la que se pretendía 
reforma la Ley del MNP, la cual fue conocida por el pleno el 30 de septiembre y aprobada en tercera lectura 
en noviembre. El PDH observó con preocupación que dicha iniciativa incluía una serie de puntos cuestio-
nables, así como errores de fondo y de forma, y que, lejos contribuir a fortalecer el MNP, podía afectar aún 
más su funcionamiento611, por lo que el 3 de noviembre 2016 envió a la Comisión de Derechos Humanos una 
propuesta propia de reformas mínimas a la Ley del MNP, centrada en el cese de funciones de los actuales 
relatores y relatora que conforman la ONP, y en la activación inmediata del proceso de selección y elección 
de los nuevos relatores o relatoras; la propuesta del PDH contó con el respaldo de organizaciones de socie-
dad civil que conforma la Red contra la Tortura, y con el visto bueno del SPT.

Dicha propuesta del PDH fue acogida por el Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Congreso, 
logrando que el Pleno del Congreso iniciara la aprobación por artículos de la iniciativa el 22 de noviembre de 
2016, sin embargo dicho organismo entró en receso de fin de año sin concretar la aprobación de la misma.

La situación crítica y lamentable de la ONP, descrita ampliamente en el referido informe de supervisión del 
PDH, motivó la visita de un experto del SPT al país en octubre 2016, quien sostuvo reuniones con funcio-
narios de los tres organismos del Estado (Legislativo, Ejecutivo y Judicial), el Procurador de los Derechos 
Humanos, miembros del Consejo Consultivo de la ONP y miembros de organizaciones de sociedad civil, 
manifestando las preocupaciones de dicho mecanismo internacional respecto a la situación de la ONP; en 
todas las reuniones el experto contó con el acompañamiento de OACNUDH y personal de la PDH.

En ese marco, el experto señaló que, en opinión del SPT, la Ley vigente del MNP cumple con los estándares 
internacionales, y que la crisis actual de la ONP no se relaciona con la misma sino con la gestión cuestiona-
ble de quienes la integran actualmente. Dicha opinión es compartida por el PDH612 y por organizaciones de 
sociedad que le dan seguimiento al tema de tortura en el país.

Frente a ello, y atendiendo a la dilación del Congreso en revocar o cesar el mandato de los relatores y relatora 
(titulares y suplentes) en el último trimestre de 2016, el PDH considera oportuno pedir nuevamente al Congre-
so de la República acatar con prontitud las recomendaciones emitidas en su informe de supervisión a la ONP, 
y que oportunamente fue entregado al Presidente de la Comisión de Derechos Humanos de dicho organismo.

Asimismo, anima al MP a investigar y resolver con prontitud la serie de expedientes relacionados a denun-
cias que involucran a los referidos relatores, relatora y secretario ejecutivo de la ONP, tomando en conside-

610 Dicha Comisión se integró por los Presidentes de las Comisiones de Trabajo, de Derechos Humanos, Probidad y Transparencia, con el 
acompañamiento del Quinto Secretario de Junta Directiva del Congreso de la República.
611 Por ejemplo, se pretendía establecer la creación de cinco sedes regionales de la ONP, para lo que se asignaban Q 6’000,000.00, lo que 
resultaba contraproducente; para la etapa de transición se dejaba al actual relator presidente de la ONP.
612 PDH. Oficio PDH-Padj.l-716-2016. Guatemala 02 de noviembre de 2016.
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ración, además, los hallazgos de la Auditoria de la Contraloría General de Cuentas a dicha Oficina, con el fin 
de formalizar las acusaciones que correspondan para dichos casos, sin mayor dilación.

DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES, CULTURALES Y AMBIENTALES

DERECHO A LA EDUCACIÓN

La educación es un derecho inherente a toda persona humana; debe orientarse al pleno desarrollo de su 
personalidad y del sentido de su dignidad. El principal objetivo de la educación es que las personas puedan 
desarrollar las aptitudes necesarias para lograr un nivel de vida adecuado y digno. Para que la educación 
pueda lograr dicho objetivo debe ser suficiente, accesible, de calidad y con pertinencia cultural613. 

El derecho a la educación está reconocido en diversos instrumentos internacionales; el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales lo desarrolla de forma más extensa. También lo reconoce la 
CPRG, en ella se indica que el Estado debe garantizar la educación inicial, preprimaria, primaria y básica y 
que también debe promover la educación diversificada, extraescolar y especial614. 

Los niños, niñas y jóvenes de Guatemala cuentan con escasas oportunidades para acceder a la educación, 
principalmente a los niveles básico y diversificado; además se enfrentan a la baja calidad educativa y la no 
pertinencia cultural de la educación en todos los niveles. Esta situación se agrava para las mujeres, las per-
sonas del área rural, población indígena, personas en condición de pobreza, personas con discapacidad, y 
población adolescente o joven. 

Cobertura educativa

La cobertura educativa refleja la medida en la que el Estado garantiza el acceso a la educación y si este 
cumple con la inclusión de toda la población. Las tasas de cobertura en 2016 nos dan la siguiente gráfica:

613 Organización de las Naciones Unidas. E/C.12/1999/10. 8.12.1999. Párrafo 6.  
614 No obstante la CPRG refiere educación especial el término recientemente aceptado es educación para personas con necesidades edu-
cativas especiales.  
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Gráfica 2 
Asignaciones presupuestarias anuales del ejército para seguridad ciudadana 

 

Fuente: PDH/DIDH con información del SICOIN 
*AL 07 de diciembre 

Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura 

El Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura continúa siendo inoperante, ya que 
persisten las debilidades de la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura (ONPT) 
señaladas ampliamente por el PDH en su informe anual 201646, lo que pone a Guatemala 
en incumplimiento de sus compromisos internacionales en materia de prevención de la 
tortura, tratos y penas crueles, inhumanas o degradantes. 

Es importante mencionar que, luego de supervisar el funcionamiento de la ONPT en agosto 
2016, y de comprobar que los cuatro relatores y relatora no estaban cumpliendo con su 
mandato, y que además estaban violentando los principios de derechos humanos que 
deben regir el funcionamiento de la ONPT, el PDH recomendó al Congreso de la República 
revocar el mandato de los todos los relatores y relatora titulares y sus suplentes47, y 
simultáneamente realizar la convocatoria correspondiente para iniciar el proceso de 
selección y elección de los cinco nuevos relatores o relatoras de la ONP, garantizando para 
ello un proceso transparente y en estrecha colaboración con la sociedad civil; sin embargo, 
el Congreso no acató dicha recomendación.  

                                                           
46 PDH. Informe Anual Circunstanciado 2016. Págs. 204-208. 
47 PDH. Informe Anual Circunstanciado 2016. Pág. 206. 
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En 2017 se pueden destacar dos situaciones que influyeron directamente para que la ONPT 
no lograra funcionar adecuadamente:  

a) En primer lugar, el Congreso de la República no realizó la elección de las tres relatorías 
faltantes, de acuerdo con el principio de alternabilidad establecida en la Ley del 
Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura Decreto 40-2010 (Ley del MNPT, cuyos 
relatores o relatoras debían haber tomado posesión el 25 de marzo (2017); en 
consecuencia, la ONPT quedó desintegrada desde esa fecha. 

b) Por otro lado, el relator y relatora que continuaron en funciones actuaron de forma 
separada y con opacidad, sin una agenda común acorde al mandado de la ONPT, 
violentando el artículo 13, inciso “f” de la Ley del MNPT, el cual establece que, para las 
visitas periódicas a cualquier lugar de privación de libertad, de detención o de 
restricción de la libertad de locomoción, participarán al menos dos relatores. La 
ejecución del presupuesto de la ONPT asignado para viáticos (Q 107,750.00), al 21 de 
noviembre de 2017, había sido únicamente del 0.56%. 

El retraso actual en la elección de relatores es injustificado, tomando en cuenta que las tres 
ternas de candidatos y candidatas para dicha elección fueron trasladas al Pleno del 
Congreso desde abril 2017 por parte de la Comisión de Derechos Humanos de dicho 
organismo, y a pesar de que organizaciones de sociedad civil e instancias de derechos 
humanos: PDH, Oficina del Alto Comisionado de la Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos en Guatemala y Subcomité de Naciones Unidas para la Prevención de la Tortura 
hicieron llegar, en reiteradas ocasiones, su preocupación al Congreso de la República por la 
inoperancia de la ONPT, y en las cuales hicieron ver la necesidad de que el Congreso 
procediera a realizar con urgencia la elección de las tres relatorías faltantes; y, teniendo en 
cuenta además que, tanto en julio como en diciembre 2017, la Corte de Constitucionalidad 
conminó a dicho organismo realizar la elección de las relatorías correspondientes 
(expediente 2841-2017). 

No obstante, el Congreso de la República ha desatendido su obligación en la designación de 
las relatorías que se requieren para el funcionamiento eficaz de la ONPT y, en consecuencia, 
para que Guatemala pueda cumplir con sus compromisos internacionales adquiridos en la 
materia. 

En atención a la importancia de la ONPT, y que la misma no ha podido funcionar 
adecuadamente en sus más de tres años de conformación, al PDH le preocupa que con el 
retraso de dicha elección, el Congreso de la República haya dado lugar a nuevos vicios y 
opacidad en el proceso, como ocurrió en el primer proceso de elección cuando se dio un 
retraso de más de dos años, después de que la Comisión de Derechos Humanos había 
realizado la selección de candidatos elegibles. 

De esa cuenta, el 12 de diciembre 2017, el PDH emitió un nuevo comunicado mediante el 
cual exhortó al Congreso de la República a agilizar la elección  de los tres relatores faltantes 
de la ONPT, atendiendo el principio de publicidad, basando su elección en la idoneidad, 
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capacidad y méritos de quienes conforman las ternas, en virtud que la labor que dichos 
relatores llevarán a cabo, implica el cumplimiento de obligaciones internacionales 
adquiridas por el Estado de Guatemala para prevenir la tortura, tratos y penas crueles, 
inhumanas o degradantes, además de garantizar los derechos a la integridad personal y vida 
de las y los guatemaltecos que por cualquier circunstancia se encuentran privados de su 
libertad en instituciones públicas o privadas, por orden de autoridad judicial, administrativa 
o cualquier otra autoridad pública. 

No aplicación de la pena de muerte 

En 2017 la Corte de Constitucionalidad (CC) resolvió declarar inconstitucional la aplicación 
de la pena de muerte para los delitos de parricidio, ejecución extrajudicial, plagio o 
secuestro, desaparición forzada, dar muerte al Presidente o Vicepresidente de la República 
que estaban contemplados en el Código Penal Decreto 17-73 (artículos 131, 132, 132 bis, 
201, 201 ter y 383), así como las referencias a la pena de muerte que permitían aplicarla 
según la Ley Contra la Narcoactividad, Decreto 48-92 (artículos 12, inciso “a”, y 52)48; el 11 
de febrero de 2016 la CC había suspendido la aplicación de la pena de muerte por el delito 
de asesinato, como estaba contemplado en el artículo 132 del Código Penal49; en 
consecuencia, no existe otro delito tipificado en la legislación penal guatemalteca que 
contemple la pena de muerte. 

Con ello, Guatemala dio un paso importantísimo en su tendencia abolicionista de la pena 
de muerte que había iniciado desde que la CC suspendió la ejecución de las sentencias 
condenatorias a pena de muerte en el 200050, dando lugar a que en 2012 la Cámara Penal 
de la Corte Suprema de Justicia (CSJ) conmutara 54 sentencias condenatorias a muerte por 
una sentencia máxima de 50 años de prisión en cada caso, lo que representaba un paso 
importante hacia la abolición de facto de la misma. 

El PDH ve positivo que Guatemala avance en la abolición de la pena de muerte, ya que dicha 
pena representa una clara violación a los derechos humanos, no solo al derecho a la vida 
sino también el trato inhumano y degradante que significa permanecer en el corredor de la 
muerte. Todo ello atenta directamente contra la dignidad humana.  

Es importante tener en cuenta que la pena de muerte aún está contemplada en la 
Constitución Política de Guatemala, sin embargo, la misma Constitución contiene un meca-
nismo para la abolición de dicha pena mediante un procedimiento legislativo fuera del 
rigorismo que implica una reforma constitucional (art. 18). 

                                                           
48 Expediente 5986-2016 de la CC. Publicado en el Diario Oficial 06 de noviembre de 2017. 
49 Expediente 1097-2015. Publicado en el Diario Oficial el 22 de marzo 2016. 
50 Exp. 30-2000 CC en calidad de Tribunal Extraordinario de Amparo. 31 de octubre de 2000. 
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la PNC, para dar cumplimiento pleno a sus compromisos adquiridos en los Acuerdos de Paz 
y el Tratado Marco de Seguridad Democrática en Centroamérica, y realice todos los 
esfuerzos por dar continuidad y sostenibilidad a los procesos de implementación de la 
seguridad democrática. 
 
 

Gráfica 
Asignaciones presupuestarias anuales del Ejército para seguridad ciudadana 

Periodo 2010-2018 
 

 
Fuente: PDH/DIDH con información del SICOIN. 

 
 
Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura 
 
La situación del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura (MNP) descrita por el 
Procurador de los Derechos Humanos en su informe anual circunstanciado 2017 no ha 
variado sustantivamente19, ya que el mismo no ha logrado superar la serie de 
inconsistencias y debilidades identificadas en la supervisión administrativa realizada por la 
PDH a dicha entidad en agosto 2016, en especial el desorden administrativo y financiero, y 
la falta de capacidad e idoneidad de los relatores y relatora quienes conformaron el 
Mecanismo por vez primera, afectando el funcionamiento del mismo desde sus inicios. 
 
En septiembre 2018 el Procurador de los Derechos Humanos realizó un monitoreo 
relacionado con la supervisión realizada en agosto 2016 al MNP, observando 
incumplimiento de las recomendaciones emitidas a dicho mecanismo, en cuanto a 
mejoramiento de sus instrumentos de trabajo y la necesidad de subsanar con urgencia los 

                                                           
19 PDH: Informe Anual Circunstanciado 2017. Págs. 160-171.   
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vacíos e incompatibilidades del Reglamento Interno, lo que incluye la obligación legal de 
desarrollar los procedimientos para la remoción y/o finalización del cargo de relatores o 
relatoras titulares del mismo.  
 
La falta de integración del MNP del 24 de marzo 2017 al 1 de agosto 2018, debido al retraso 
del Congreso en designar a las tres relatorías faltantes, mantuvo prácticamente paralizado 
al MNP de cualquier actividad. Con la integración en pleno de las cinco relatorías que 
conforman el Mecanismo, a partir de agosto 2018, la entidad se reactivó y comenzó un 
proceso de ordenamiento administrativo, revisión de sus instrumentos de trabajo, 
manuales de puestos y perfiles, y reglamento interno.  
 
Es positivo el acercamiento que el MNP tuvo en julio y agosto 2018 con organizaciones de 
sociedad civil, la PDH y la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos en Guatemala (OACNUDH), para coordinar esfuerzos, como una 
estrategia de capacitaciones sobre derechos humanos y los estándares internacionales que 
guían el mandato del Mecanismo, el establecimiento de instrumentos operativos idóneos 
para el buen funcionamiento administrativo y realización de sus misiones y, 
fundamentalmente, el diseño de su reglamento interno.  
 
Es importante señalar que los dos procesos de selección y elección de relatores y relatoras 
llevadas a cabo hasta ahora (2012-2014 y 2017-2018) para integrar el Mecanismo, han sido 
cuestionados por incumplir con los principios de transparencia e idoneidad de las personas 
designadas para ejercer el cargo de las relatorías; además, dichas designaciones se han 
realizado con importantes retrasos por parte del Congreso de la República, incumpliendo 
con los plazos establecidos en la Ley del Mecanismo (arts. 21 y 38), y afectando gravemente 
el funcionamiento e implementación del mismo.  
 
a) Primer proceso: a pesar de que la Ley del Mecanismo se aprobó en 2010, la 

Comisión de Derechos Humanos del Congreso realizó el proceso de selección de 
candidatas y candidatos hasta 2012, y dos años más tarde, el 20 de marzo de 2014, 
el pleno de dicho organismo finalmente nombró a cuatro relatores y una relatora 
para integrar el Mecanismo.  
 

b) Segundo proceso: de acuerdo con el principio de alternabilidad establecido en la Ley 
del Mecanismo (art. 21), el 24 de marzo de 2017, tres relatorías concluyeron el 
periodo de tres años para el cual fueron nombradas en marzo 2014; en 
consecuencia, tres nuevos relatores o relatoras titulares y sus suplentes debían 
tomar posesión el 25 de marzo 2017 para cubrir las vacantes.  

 
Sin embargo, a pesar de que la Comisión de Derechos Humanos del Congreso realizó 
entre febrero y marzo 2017 la selección de candidatas y candidatos, y en abril 2017 
trasladó al pleno del Congreso las tres ternas respectivas para la designación de los 
nuevos tres relatores o relatoras titulares y suplentes, dicho pleno no realizó el 
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nombramiento sino hasta junio 2018, con más de un año de retraso, a pesar que, 
tanto en julio como en diciembre 2017, la Corte de Constitucionalidad conminó a 
dicho organismo a realizar la elección de las relatorías correspondientes (expediente 
2841-2017).  

 
Finalmente, el 1 de agosto 2018 el Congreso realizó la juramentación de dos 
relatores y una relatora titular y sus suplentes, quienes ejercerán el cargo hasta 
marzo 202220. 

 
En ambos procesos, el desempeño del Congreso no ha sido el más acertado para el 
funcionamiento adecuado del Mecanismo; por un lado, por los retrasos injustificados para 
la elección de relatores y relatoras y la insistente solicitud de reforma de la Ley del 
Mecanismo por parte de algunos diputados; por el otro, porque no ha elegido a las personas 
que tenían los mejores perfiles para el ejercicio del cargo. En ambos procesos, la Corte de 
Constitucionalidad ha tenido que conminar a dicho organismo a realizar la elección de las 
relatorías correspondientes, observando que en el último caso el Congreso no acató lo 
ordenado por el tribunal constitucional en cuanto al plazo en el cual debía realizarse la 
elección. 
 
c) Tercer proceso (en curso). El 11 de octubre 2018 la Comisión de Derechos Humanos 

realizó la convocatoria pública para la postulación de candidatas y candidatos para 
cubrir las dos relatorías que quedarán vacantes en marzo 2019, cuyo proceso de 
selección aún no había concluido al cierre de este informe. 

 
Al Procurador le preocupa que el proceso de selección y elección de relatores en 
curso, nuevamente repite los vicios de los procesos anteriores, principalmente por 
la falta de información oportuna, la opacidad, la debilidad de los instrumentos para 
la selección de candidatos, inconsistencias en cumplir con el cronograma previsto y 
la falta de publicidad observada desde el inicio del proceso. 

 
También preocupa que, a la fecha, el Consejo Consultivo establecido en la Ley del 
Mecanismo para garantizar la participación de sociedad civil en el trabajo del Mecanismo, 
no ha tenido la relevancia esperada, en un primer momento porque los-as relatores-as no 
han querido aprovechar los aportes de la sociedad civil representada en dicho consejo, y en 
otro porque el mismo consejo no ha logrado mantenerse integrado, afectando sin duda el 
funcionamiento del Mecanismo. Se espera que dicho consejo puedo ser conformado a la 
brevedad. 
 
 

                                                           
20 Acuerdo 19-2018 del Congreso de la República de Guatemala. Publicado en el Diario Oficial el 10 de agosto 
de 2018.   
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Comité contra la Tortura 

  Observaciones finales sobre el séptimo informe periódico 
de Guatemala** 

1. El Comité contra la Tortura examinó el séptimo informe periódico de Guatemala 

(CAT/C/GTM/7) en sus sesiones 1689ª y 1692ª (CAT/C/SR.1689 y 1692), celebradas los 

días 16 y 19 de noviembre de 2018, y aprobó en su 1711ª sesión, celebrada el 3 de 

diciembre de 2018, las siguientes observaciones finales. 

 A. Introducción 

2. El Comité acoge con satisfacción la presentación del séptimo informe periódico de 

Guatemala y observa que dicho informe se presentó de conformidad con el procedimiento 

simplificado de presentación de informes, que permite centrar mejor el diálogo entre el 

Estado parte y el Comité. 

3. El Comité aprecia el diálogo constructivo mantenido con la delegación del Estado 

parte y la información adicional aportada durante y con posterioridad al examen del 

informe periódico. 

 B. Aspectos positivos 

4. El Comité celebra que el Estado parte haya adoptado las siguientes medidas 

legislativas en ámbitos relacionados con la Convención: 

 a) La promulgación, en 2016, del Decreto 18-2016 por el que se crean fiscalías 

especializadas en los delitos de trata de personas y femicidio en el Ministerio Público, y del 

Decreto 21-2016 por el que se aprueba la Ley Orgánica del Instituto para la Asistencia y 

Atención a la Víctima del Delito, con el objetivo de garantizar atención especializada a las 

mujeres; 

b) La promulgación, en 2016, del Decreto 44-2016, por el que se aprueba el 

nuevo Código de Migración, definiendo el procedimiento para el reconocimiento del 

estatuto de refugiado, asilo político y asistencia humanitaria.  

5. El Comité toma nota con reconocimiento de las iniciativas adoptadas por el Estado 

parte para modificar sus políticas y procedimientos a fin de mejorar la protección de los 

derechos humanos y aplicar la Convención, en particular: 

 a) La creación de juzgados y fiscalías especializadas en delitos de violencia 

contra la mujer y la inauguración, en 2018, de la Sala Segunda de Apelaciones de 

femicidio;  

  

 * Publicado nuevamente por razones técnicas el 14 de febrero de 2019. 
 ** Aprobadas por el Comité en su 65º período de sesiones (12 de noviembre a 7 de diciembre de 2018). 
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por los informes que indican que la mayoría de estos actos permanecen impunes. Preocupa 

además al Comité que la decisión de no renovar el mandato de la Comisión Internacional 

Contra la Impunidad en Guatemala pueda generar un retroceso en la lucha contra la 

impunidad y en la cooperación internacional en esta materia. En particular, el Comité nota 

con preocupación que persiste la práctica conocida como la “talacha”, por la que personas 

privadas de libertad son extorsionadas a pagar sobornos para así evitar el castigo físico, 

obtener atención médica, alimentos y cualquier otro beneficio carcelario (arts. 2, 10 y 12). 

13. El Estado parte debe adoptar medidas inmediatas y urgentes para erradicar la 

corrupción en el sistema judicial, penitenciario y policial, lo cual representa un 

obstáculo para la aplicación eficaz de la Convención. En particular, el Estado parte 

debe reforzar el apoyo a la Fiscalía y fortalecer su capacidad para investigar y 

enjuiciar los casos de corrupción, e iniciar auditorías independientes y programas de 

formación dirigidos a los funcionarios públicos para garantizar la transparencia de 

sus actuaciones. El Comité invita además al Estado parte a reconsiderar su decisión de 

no renovar el mandato de la Comisión Internacional Contra la Impunidad en 

Guatemala en 2019. También pide al Estado parte que le informe sobre las medidas 

que se hayan tomado y las dificultades encontradas en la lucha contra la corrupción, y 

que le proporcione información sobre el número de funcionarios, incluidos los de alto 

rango, que hayan sido enjuiciados y castigados por corrupción. 

  Mecanismo nacional de prevención de la tortura 

14. Si bien toma nota del nombramiento en agosto de 2018 de tres de los cinco relatores 

integrantes de la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura y de la intención de 

aumentar su presupuesto, preocupa al Comité que los procesos de selección que han tenido 

lugar hasta la fecha hayan sido cuestionados por su opacidad, demora injustificada y por no 

haberse exigido la experiencia o especialización en derechos humanos como criterio de 

selección. Asimismo, preocupan al Comité los informes que denuncian el incumplimiento 

del mandato legal de esa Oficina en relación a la ausencia de pronunciamientos públicos y 

de seguimiento de sus recomendaciones ante las autoridades competentes, la mala gestión 

de los recursos, el escaso impacto de su labor y la falta de una composición 

interdisciplinaria y pluricultural. El Comité se muestra especialmente alarmado por la 

utilización de la institución como instrumento de presión a jueces que luchan contra la 

corrupción, tal y como evidencian las acusaciones contra las juezas Iris Yassmin Barrios y 

Erika Lorena Aifan Dávila en el caso Bitkov, alegando que sus actuaciones judiciales 

podrían constituir tortura. El Comité lamenta la escasa participación de la sociedad civil en 

la labor de la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura, al no haberse integrado su 

consejo consultivo, la falta de reglamentación de la ley que rige la Oficina conforme a 

estándares internacionales y la ausencia de una política para minimizar el riesgo de 

represalias de los denunciantes (art. 2).  

15. El Comité urge al Estado parte a garantizar que la próxima elección de 

relatores de la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura sea a través de un 

proceso público, transparente, participativo e incluyente, de conformidad con los 

criterios de independencia, equilibrio de género y étnico, con base a una evaluación 

objetiva de méritos de idoneidad, probidad y reconocida capacidad en diversas áreas 

multidisciplinarias, incluido en materia de atención de la salud (artículo 18 del 

Protocolo Facultativo y CAT/OP/12/5, párrs. 17 a 20). El Comité insta asimismo al 

Estado parte a: 

 a) Evaluar periódicamente el funcionamiento de la Oficina Nacional de 

Prevención de la Tortura, inclusive el manejo de recursos y el proceso de selección del 

personal; 

b) Garantizar que la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura pueda 

tener acceso sin demoras a todos los lugares de privación de libertad y entrevistarse 

con los detenidos de manera confidencial, haga un seguimiento de los hallazgos que 

transfiere a las autoridades competentes y de las recomendaciones que emite, y que 

respete y garantice en todo momento la independencia judicial; 
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Guatemala, 15 de marzo del 20L8

LICENCIADA

ERIKA AIFAN IORENA AIFÁN DÁVILA

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA PENAL NARCOACTIVIDAD
Y DETITOS CONTRA ET AMBIENTE DE MAYOR RIESGO, GRUPO "D"
ORGANISMO JUDICIAT

SU DESPACHO

En mi calidad de Relator de la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura, en cumpl¡m¡ento con
los artículos 12, 13 y 18 del Decreto 40-2010 del Congreso de la República de Guatemala, Ley del
Mecan¡smo Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o
Degradantes, de la manera más atenta COMUNICO A USTED COMO JUEZA A CARGO tA CAUSA
01076-2013.00012 CORRESPONDIENTE A IA sEÑORA TUISA MARIA SATAS BEDOYA, A MANERA
DE RECOMENDACIÓN EFECIUADA POR ESTA OFIC|NA der¡vada de las visitas por seguimiento de
denuncia, efectuadas al Centro de Detención Prevent¡va para Hombres y Mujeres de la Zona 1

"Matamoros".

El Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura REcoMIENDA a la autoridad competente, con
fundamento en el Artículo 19 del Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros
Tratos o Penas crueles, lnhumanos o Degradantes, para mejorar el trato y las condiciones de las
personas privadas de libertad y de prevenir la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o
degradantes, tomando en consideración las normas pert¡nentes de las Naciones Unidas, se ¡nd¡ca lo
s¡guiente:

L.1 considerando que la prohibición de la tortura es una norma imperativa de derecho
internacional que forma parte del ius cogens, y que la constitución política de la República
de Guatemala, en su artículo 46 establece el principio general de que, en materia de
derechos humanos, los tratados y convenciones aceptados y ratificados por Guatemala
t¡enen preeminencia sobre el derecho interno.
1.2 considerando que, derivado de los compromisos adquiridos al suscribir los citados
instrumentos internacionales, el Comité Contra la Tortura de la Organización de las
Naciones Unidas, ha recomendado que el Estado de Guatemala tome las medldas
legislativas adecuadas para prevenir la práctica de la tortura dentro de su territor¡o nacional,
así como por medios no.iudiciales de carácter preventivo basados en visitas periódicas a los
lugares de detención.

1.3 Considerando que la pr¡sión prevent¡va tiene un carácter estrictamente excepcional, y
su aplicación se debe adecuar a los princ¡pios de legalidad, presunción de inocencia,
razonabilidad, necesidad y proporcionalidad.

La oficina Nacional de Prevenclón de la Tortura y otros Tratos o penas crueles, lnhumanos o
Degradantes en el presente caso, por la razones previamente expuestas en las consideraciones
generales y específicas, así mismo con fundamento al Decreto 40-2010 y en el marco legal citado y
lo que en derechos humanos cita la Convenc¡ón Contra La Tortura y Otros Tratos O Penas Crueles,

lnhumanos o Degradantes, y su Protocolo Facultativo, el cual aprobado por el estado de Guatemala,
mediante el decreto legislativo número 53-2007, RECOMIENDA:

Actualmente la señora LUISA MARIA SILVANA SALAS BEDOYA, se encuentra detenida en

cond¡c¡ón de prisión preventiva en el Centro de Detenc¡ón Preventiva Para Hombres y

Mu.¡eres de la zona 1, "Matamoros"; sin embargo, derivado del proceso al cual se encuentra

MECANISMO NACIONAL
OFICINA DE PREVENCIóN DE tA TORTURA
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ligada y así m¡smo sujeta a prisión preventiva y tomando en cuenta que esa situación
jurídica no solo afecta a su persona sino también a su entorno familiar, es necesario

contemplar lo establecido en la Const¡tuc¡ón Política de la Republica en su Artículo 47

referente a la Protección Familia¡ el cual en lo conducente expresa: "Artkulo 47. Protecció,t d

ld fom¡lio. El Estodo gorontizo la üotecc¡ón socíol, económico y jurídica de la fomilia...",

Asímismo, tomando en consideración que la señora LUISA MARIA SILVANASALAS BEDOYA,

es madre soltera de las menores de edad X¡MENA MARIA SALAS BEDOYA y ELSA SOPHIA

SALAS BEDOYA de trece y doce años de edad respectivamente, qu¡enes necesitan de la

presencia de su madre en su hogar para que su desarrollo integral conforme a Io que

establece la Convención del Niño y siendo que el artículo 46 de la Const¡tución Política de la

Republica establece la preeminencia al derecho ¡nternacional en materia de Derechos

Humanos; asítamb¡én las reglas mínimas de la ONU que establece que la prisión preventiva

debe ser para aquellos casos donde la libertad se debe restring¡r conforme a la peligrosidad

de la persona; es necesar¡o que se realice un análisis más profundo que permita determinar

s¡ la señora LUISA MARIA SILVANA SALAS BEDOYA representa esa peligrosidad social, por lo

que esta Of¡c¡na RECOMIENDA a la Honorable Jueza analizar su situación jurídica y

concederle las medidas sust¡tutivas que garant¡cen su presencia en el proceso y de tal forma

que se prote.ia no solo su estado emocional sino además se garant¡ce el desarrollo de las

menores de edad conforme a las garantías judiciales que establece la Convención

Americana a través del Pacto lnternacional de Derechos Civiles y Políticos.

Para mayor comprensión se adic¡ona copia certif¡cada del informe de la denuncia y visita in situ
realizada al Centro de Detención Prevent¡va para Hombres y Mujeres de la Zona 1 "Matamoros"
sobre el caso de la señora LUISA MARÍA SALAS BEDOYA.

En observancia a los artículos 13 literal j) y 16 literal e) del Decreto 40-2010 ley del Mecanismo
Nacional de Prevenc¡ón de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes que
en lo conducente expresan: "Artícuto 13. Focuhades y at¡ibuc¡ones. Son facultodes y otr¡bucioDes de lo Of¡cino
Noc¡ondl de Prevenc¡ón de lo fottuto, Ios s¡gu¡entes: ... Solicitor ol M¡niste o Públ¡cg, M¡n¡stros de Gobierno, Secreto ds,
OQon¡sno.ludícíoly cuolquiet otro entídod públícoo ptivodo, elopoyo neceso o po.o el cuñplíñiento de sus func¡ones...',
'Attkulo 76. Oblig(,cion?5 del Estodo- Son obl¡qoc¡oDes del Estodo: ... lnformor en un plozo ro¿onoble o lo Oficino, sobte
los med¡dos odoptodos poro el cumpl¡miento de los recomendociones y sobre las d¡ficultddes enconüodos poro su
impleñentoción."; se solic¡ta se sirva informar a la brevedad posible sobre las actuaciones realizadas al
respecto.

Sin otro part¡cular, me suscribo de usted, deferentemente,

JiJZC,AD0 PRil¡tRo 0€ Pf,ll¡tRA ll§llt,¡lf,lA Pt)ür D€ MAyoR
RIESGO GRUPO.O.DEt DEPAITAUENIO OÉ GIATBIA-A
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HONORABLE

ARTO DE PRIMERA INSTANCIA PENAI, NARCOACTIVIDAD
Y DELITOS CONTRA Et AMBIENTE

ORGANISMO JUDICIAT

SU DESPACHO

En mi calidad de Relator de la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura, en cumplim¡ento con
los artículos LZ, B y f8 del Decreto 40-2010 del Congreso de la República de Guatemala, Ley del

Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o

Degradantes, de la manera más atenta COMUNtco A USTED CoMo JUEZ A CARGO tA CAUSA

1069-2015-00182 RET.ACONADO CON Et SEÑOR CARLOS ESTUARDO ESTRADA CABRERA, A
MANERA DE RECOMENDACIóN EFECTUADA POR ESTA OFICINA derivada de la visita por
seguimiento de denuncia, efectuada al Centro de Detención Preventiva para Hombres Y Mujeres
de la zona 1 "Matamoros".

El Mecan¡smo Nacional de Prevención de la Tortura RECOMIENDA a la autoridad competente, con

fundamento en el Artículo 19 del Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros

Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes, para mejorar el trato y las condiciones de las

personas privadas de libertad y de prevenir la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o

degradantes, tomando en consideración las normas pertinentes de las Naciones Unidas, se indica

lo s¡Buiente:

1.1 Considerando que la prohibición de la tortura es una norma imperativa de derecho

internacional que forma parte del ius cogens, y que la Constitución Política de la República

de Guatemala, en su artlculo 45 establece el principio general de que, en materia de

derechos humanos, los tratados y convenciones aceptados y ratificados por Guatemala

tienen preem¡nencia sobre el derecho interno.

1.2 Considerando que, derlvado de los compromisos adqu¡r¡dos al suscribir los citados

instrumentos internacionales, el Comité Contra la Tortura de la Organización de las

Naciones Unidas, ha recomendado que el Estado de Guatemala tome las med¡das

legislativas adecuadas para prevenir la práct¡ca de la tortura dentro de su territor¡o
nacional, así como por medios no judiciales de carácter prevent¡vo basados en visitas

periódícas a los lugares de detención.

1.3 Considerando que la prisión preventiva tiene un carácter estrictamente excepcional, y

su aplicac¡ón se debe adecuar a los principios de legalidad, presunción de inocencia,

razonabilidad, necesidad y proporcionalidad.

La Oficina Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o

Degradantes en el presente caso, por la razones previamente expuestas en las consideraciones

generales y específicas, así mismo con fundamento al Decreto 40-2010 y en el marco legal citado y

lo que en derechos humanos c¡ta la Convención Contra La Tortura y Otros Tratos O Penas Crueles,

lnhumanos o Degradantes, y su Protocolo Facultativo, el cual aprobado por el estado de

Guatemala, mediante el decreto legislativo número 53-2007, por lo que:

<§/
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A los Honorables .luzgados cuarto y Octavo de Pr¡mera lnstanc¡a Penal, Narcoactivldad y
Delitos Contra el Ambiente a cargo de las causas 069-2015-00182 y 01079-2015{0449
respectivamente, se les recomienda puedan contemplar el arresto domiciliario para el
privado de l¡bertad cARLos ESTUARDo ESTRADA CABRERA, como medida sustitutiva a la
prisión preventiva por su carácter menos restrictivo, a fin de proteger su vida y permitir
que el privado de libertad en mención pueda someterse a los tratamientos y terapias que

coadyuven a su recuperación desde su residencia o el centro asistencial que mejor le
convenga de acuerdo al seguro médico que le presta cobertura, a fin de ofrecerle
cond¡ciones dignas y humanas; tomando en consideración su cond¡c¡ón física por las

quemaduras que sufrió así como alteraciones mentales que puedan desarrollarse
provocadas por su avanzada edad, así como la carencia de condiciones para su total
recuperación, que presenta el Centro de Detención en el cual se encuentra recluido.

Así mismo que dichos juzgadores eviten suspender las audiencias programadas y presten

especial observanc¡a a la legislación nacional e internacional referida en mater¡a de

Derechos Humanos; a efecto sea atendida la GARANTfA PROCESAL DEL PTAZO

RAZONABTE tomando en consideración los elementos postulados por la Corte
lnteramericana de Derechos Humanos, siendo estos: a) la complejidad del asunto; b) la
act¡vidad procesal del interesado; c| la conducta de las autoridades judiciales; y d) la
afectación generada en la s¡tuación jurídica de la persona involucrada en el proceso; lo

cual ello con el propósito de definir la situación jurídica del señor CARLOS ESTUARDO

ESTRADA CABRERA, tomando en consideración la afectación al estado de salud que le
pueda ser provocada.

Para mayor comprensión de adiciona copia del informe de la visita in situ real¡zada (22 folios) y

que obra en el respectivo expediente de la Unidad de Denuncia y Archivo de la Oficina Nacional de

Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes.

En observanc¡a a los artículos 13 literal j) y 16 literal e) del Decreto 40-2010 ley del Mecanismo
Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes
que en lo conducente expresan: "Arthuto 73. Fo.ukades y otr¡buetooes. son focuttodes y ottíbuc¡ones de lo
OÍic¡no Noc¡ohol de Prevencíón de lo Torturu, los s¡gu¡entes: ... Sol¡citor ol Min¡sterio Públ¡co, Min¡stros de Gob¡emo,
Secretoríds, Oryon¡smo Jud¡cíoly cuolquier otro entiddd público o pt¡vodo, el opoyo neceso o pora el cumpl¡m¡ento de
sus funciones...", "Attículo 76. ObliEoclones det Estodo. Son obligoc¡ones del Estodo: ... tnformdr en un plozo razonoble o
lo Ofic¡no, sobre los medídos odoptodos porc el cumpl¡m¡ento de los recomendociones y sobre los dilicukades
encontrodos poro su implementación."; se solicita se sirva informar a la brevedad posible sobre las
actuaciones real¡zadas al respecto; sin per.¡uicio de lo contemplado en el artículo 12 literal e) del
mismo cuerpo normativo, el cual establece: "Comunicar y/o denunciar a los óqanos y autoridades
competenbs, la ,€sibla existe¡,c,¡a de delilos u otñs situac¡ones que Équ¡eñn de ¡nvesl¡gac¡ón."

Sin otro part¡cular, me suscribo de usted, deferentemente,
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Guatemala, 06 de agosto del 2018

HONORABTE

JUZGADO OCTAVO DE PRIMERA INSTANCIA PENAL, NARCOACTIVIDAD
Y DETITOS CONTRA ET AMBIENTE
ORGANISMO JUDICIAL
SU DESPACHO

En mi calidad de Relator de la Oficina Nac¡onal de Prevención de la Tortura, en cumplimiento con
los artículos L2, L3 y La del Decreto 40-2010 del congreso de la República de Guatemala, Ley del
Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos o penas crueles, lnhumanos o
Degradantes, de la manera más atenta coMuNtco A usrED coMo JUEZ A cARGo LA cAUsA
01079.2015.00449 REI.ACONADO CON ET SEÑOR CARTOS ESTUARDO ESTRADA CABRERA, A
MANERA DE RECOMENDACIÓN EFECTUADA POR ESTA OFICINA dEriVAdA dE IA ViSitA POr
seguim¡ento de denuncia, efectuada al centro de Detención preventiva para Hombres y Mujeres
de la zona 1 "Matamoros".

El Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura RECOMIENDA a la autorldad competente, con
fundamento en el Artículo 19 del Protocoto Facultatlvo de la Convención contra la Tortura y Otros
Tratos o Penas crueles, lnhumanos o Degradantes, para mejorar el trato y las condiciones de las
personas privadas de libertad y de prevenir la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o
degradantes, tomando en consideración las normas pertinentes de las Naciones Unidas, se indica
lo sigu¡ente:

1.1 considerando que la prohibición de la tortura es una norma ¡mperativa de derecho
internaclonal que forma parte del ¡us cogens, y que la const¡tución política de la República
de Guatemala, en su artículo 46 establece el principio general de que, en materia de
derechos humanos, los tratados y convenciones aceptados y ratificados por Guatemala
tienen preeminencia sobre el derecho interno.

1.2 considerando que, derivado de los compromisos adquiridos al suscr¡b¡r los citados
instrumentos ¡nternac¡onales, el comité contra la Tortura de la organización de las
Naciones Unidas, ha recomendado que el Estado de Guatemala tome las medidas
legislat¡vas adecuadas para prevenir la práctica de la tortura dentro de su territorio
nacional, así como por medios no jud¡ciales de carácter preventivo basados en v¡sitas
periódicas a los lugares de detención.

1.3 Considerando que la prisión preventiva tiene un carácter estrictamente excepcional, y
su aplicación se debe adecuar a los principios de legalidad, presunción de inocencia,
razonabilidad, necesidad y proporcionalidad.

La oficina Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos o penas crueles, lnhumanos o
Degradantes en el presente caso, por la razones previamente expuestas en las consideraciones
generales y específicas, así mismo con fundamento al Decreto 40-2010 y en el marco legal citado y
lo que en derechos humanos c¡ta la Convención Contra La Tortura y Otros Tratos O penas Crueles,
lnhumanos o Degradantes, y su Protocolo Facultat¡vo, el cual aprobado por el estado de
Guatemala, mediante el decreto legislativo número 53-2007, por lo que:

5¿.Ave2 3L,Zona L Guatemala, C.A. Tetéfonos: lSO2i 2221-tO6S, Z}ZO-OZ1.5
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A los Honorables Juzgados cuarto y octavo de primera Instanc¡a penar, Narcoactividad y
Del¡tos contra el Ambiente a cargo de las causas 069-2015-oo1&t y 01079-2015fl449
respectivamente, se les recomienda puedan contemplar el arresto domiciliario para el
privado de libertad cARLos EsruARDo ESTRADA CABRERA, como medida sust¡tutiva a la
pr¡sión preventiva por su carácter menos restrictivo, a fin de proteger su vida y permitir
que el privado de l¡bertad en mención pueda someterse a los tratamientos y terap¡as que
coadyuven a su recuperación desde su residencia o el centro asistencial que mejor le
convenga de acuerdo al seguro médico que le presta cobertura, a fin de ofrecerle
condiciones dignas y humanas; tomando en consideración su condición física por las
quemaduras que sufrió así como arteraciones mentares que puedan desarroflarse
provocadas por su avanzada edad, asf como la carencia de condiciones para su total
recuperación, que presenta el centro de Detenclón en el cual se encuentra reclu¡do.

Así mismo que dichos juzgadores eviten suspender las audiencias programadas y presten
especial observanc¡a a la legislación nacional e internacional referida en materia de
Derechos Humanosi a efecto sea atendida
RAZO LE tomando en consideración los

IA GARANTIA PROCESAT DEL PLAZO
elementos postulados por la Corte

lnteramericana de Derechos Humanos, siendo estos: al la complejidad del asunto; bl ra
actividad procesal del interesado; cf la conducta de las autoridades judiciales; y d) la
afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso; lo
cual ello con el propós¡to de definir la situación jurfdica del señor cARLos EsruARDo
ESTRADA cABRERA, tomando en consideración la afectación al estado de salud que le
pueda ser provocada.

Para mayor comprensión de adiciona copia del informe de la visita in situ realizada (22 folios| y
que obra en el respectivo expediente de la Unidad de Denunc¡a y Archivo de la ofic¡na Nacional de
Prevención de la Tortura y Otros Tratos o penas Crueles, lnhumanos o Degradantes.

En observancia a los artículos 13 l¡teral j) y 16 literal e) del Decreto 40-2010 ley del Mecanismo
Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos o penas crueles, lnhumanos o Degradantes
que en lo conducente expresan: "a¡ticuto 73. Focuhodes y otribuciones. son focultodes y ot.ibuc¡ones de lo
Oficino Nocionot de Prevención de ld Torturu, lds sigu¡entes: ... Solic¡tor ol Min¡sterio públ¡co, Ministros de Gobierno,
secrctoios, Orqon¡sño )udic¡oly cuolqu¡er otro entidod público o pr¡vodo, el opoyo necesorio poro el cumpl¡ñiento de
sus func¡ones. .", "Att¡culo 76. Obligociones del Estodo. son obt¡gociones del Estddo: .., lnJormor en un plozo tozot oble a
lo of¡c¡no, sobre los med¡dos odoptddos poto el cumplimíento de los recomendoc¡ones y sobre los dif¡cuttodes
encontrados paro su implementación."; se solicita se sirva informar a la brevedad posible sobre las
actuaciones real¡zadas al respecto; sin perju¡c¡o de lo contemplado en el artículo 12 literal e) del
mismo cuerpo normativo, el cual establece: "comunicar y/o denunciar a loa ótganos y autoridades
competontes, la posible ex¡stencia de del¡tos u otÉ's situaciones que rcqu¡enn de invest¡gación.,,

Sin otro particular, me suscr¡bo de usted, deferentemente,

Ro
0frcina d6P ds 18 fodura
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COPIGuatemala,0T de agosto del 2018

OF.CASR-OPT-0't 8-201 8-cmgl

JUEZA
ERTKA LoRENa a¡rÁ¡¡ oÁvlle
JUZGAOO PRIMERO DE PRIMERA INSTANCIA PENAL, NARCOACTIVIDAD Y
DELITOS CONTRA EL AMBIENTE, MAYOR RIESGO GRUPO "D"
ORGANISMO JUDICIAL
SU DESPACHO

En m¡ calidad de Relator de la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura, en

cumplimiento con los artículos 12, 13 y',l8 del Decreto 40-2010 del Congreso de la

República de Guatemala, Ley del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y otros

§ratos o Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes, de la manera más atenta COMUNICO

á usreo con¡o mÁxluA AUToRIDAD DEL JUzcADo PRIMERo DE PRIMERA

El Mecanismo Nac¡onal de Prevención de la Tortura RECOMIENDA a la autoridad

competente, con fundamento en el Artículo l9 del Protocolo Facultativo de la Convención

contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes, para mejorar

el trato y las condic¡ones de las personas privadas de liberlad y de prevenir la tortura y otros
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, tomando en cons¡deración las normas
pert¡nentes de las Naciones Unidas, se ¡ndica lo s¡gu¡ente:

1 .1 Considerando que la proh¡bición de la tortura es una norma imperativa de
derecho ¡nternacional que forma parte del ius cogens, y que la Constitución Política
de la República de Guatemala, en su artículo 46 establece el principio general de
que, en materia de derechos humanos, los tratados y convenciones aceptados y
ratificados por Guatemala tienen preeminencia sobre el derecho interno.

1.2 Cons¡derando que, derivado de los compromisos adquiridos al suscribir los
citados instrumentos intemacionales, el Comité Contra la Tortura de la Organización
de las Nac¡ones Unidas, ha remmendado que el Estado de Guatemala tome las
medidas leg¡slativas adecuadas para prevenir la práctica de la tortura dentro de su
territorio nacional, así como por medios no judiciales de carác{er preventivo basados
en v¡sitas periódicas a los lugares de detención.

1.3 Considerando que la pris¡ón preventiva t¡ene un c€rácter estrictamente
excepcional, y su aplicación se debe adecuar a los principios de legalidad,
presunción de inocencia, razonabil¡dad, necesidad y proporcionalidad.

La oficina Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos o penas crueles, lnhumanos
o Degradantes en el presente caso, por la razones prevlamente expuestas en las
cons¡deraciones generalesry específicas, así mismo con fundamento al Decrelo 4o-201o y

5a. Ave 2-31, Zona 1 Guatemata, C.A. Teléfonos: (SO2l222j,_1O65, ZZ2O_OZLS
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en el marco legal citado y lo que en derechos humanos c¡ta la Convención Contra La Tortura
y Otros Tratos O Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes, y su Protocolo Facultat¡vo, el
cual aprobado por el estado de Guatemala, mediante el decreto legislativo número 53-2007,
por lo que se recomienda:

Actualmente la señora EMILENNEE MAZARIEGOS, se encuentra detenida en
condic¡ón de prisión prevent¡va en el Centro de Detención Preventiva Para Hombrcs
y Mujeres de la zona 17, "Mariscal Zavala": sin embargo, derivado del proceso al
cual se encuentra l¡gada y así mismo sujeta a prisión preventiva y tomando en

cuenta que esa s¡tuación jurídica no solo afecta a su persona sino también a su
entorno fam¡l¡ar, es necesario contemplar lo establec¡do en la Constitución Política
de la Republica en su Artículo 47 referente a la Protección Fam¡l¡ar, el cual en lo
conducente expresa: "Artículo 47. Ptolecc¡ón a la familia. El Estado garant¡za la
prote@ión social, económica y jurídica de la familia...".

Así mismo, tomando en mnsideración que la señora EMILENNEE MAZARIEGOS,
es madre de los menores de edad KEREM SOPHIA MARTÍNEZ MAZARIEGOS de
trece años de edad, ETHAN FERNANDO SILIEZAR MAZARIEGOS de dos años y
dos meses de edad y LUDO FERNANDO SILIEZAR MAZARIEGOS de tres años y
diez meses de edad, quienes clínicamente fueron evaluados por una Psicóloga

¡ Forense determinando que con carácter urgente los menores de edad deben estar
o- al cuidado de sus padres o en defecto a uno de ellos con la finalidad de superar la

E serie de trastomos emoc¡onales y psicológicos, s¡endo ¡ndispensable para su

* desarrollo psicosocial la presencia de los progenitores para evitar consecuencias
o írreversibles y atendiendo al inlerés superior del niño para que su desarrollo sea

integral conforme a lo que establece la Convención del Niño y siendo que el artículo
46 de la Constilución Polít¡ca de la Republ¡ca establece Ia preeminencia al derecho
internacional en materia de Derechos Humanos; así tamb¡én las reglas mínimas de
la ONU que establece que la prisión preventiva debe ser para aquellos casos donde
la libertad se debe restringir conforme a la pel¡grosidad de la persona y considerando
que la prisión preventiva no debe ser una pena antic¡pada ni medio de control social;
es necesario que se realice un anál¡sis más profundo que permita determinar si la
señora EMILENNEE MAZARIEGOS representa esa peligros¡dad social, por lo que
esta Of¡cina RECOMIENDA al Honorable Juzgado analizar su situación jurídica y
concederle las medidas sust¡tutivas que garant¡cen su presencia en el proceso y de
tal forma que se proteja no solo su estado emocional sino además se garantice el
desarrollo de los menores de edad conforme a las garantías judic¡ales que establece
la Convención Americana a través del Pacto lnternacional de Derechos Civiles y
Políticos. Tomando en cuenta que es necesario de lntensificar esfuezos y asumir
la voluntad política necesaria para erradicar el abuso de prisión preventiva que
acrece en el país.

Para mayor comprens¡ón de adiciona copia del informe de la visita in situ realizada (54
folios) y que obra en el respect¡vo expediente de la unidad de Denuncia y Archivo de la
oficina Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos o penas crueles, lnhumanos
o Degradantes.

En observancia a los artículos 'l3 literal i) y 16 literal e) del Decreto 40-2010 ley del
Mecanismo Nac¡onal de Prevención de la Tortura y otros Tratos o penas crueles,
lnhumanos o Degradantes que en lo conducente expresan: .Art¡cuto 13. Facuttades y
atribucion*. son facultades y atibuciones de la oficina Nacionat de prcvención de la
Torfura, las s¡guientes:...sol¡citar at Ministetio púbtico, Ministros de Gobiemo, secrefariaq
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Organismo Judic¡al y cualquier otra entidad públ¡ca o privada, el apoyo necesario pan et
cumplimiento de sus funciones...", "Arficulo 16. Obligaciones de, Esfado. Son
obligaciones del Estado: ... lnformar en un plazo razonable a ta Ofrc¡na, sobre las medidas
adoptadas para el cumplimiento de las recomendaciones y sob¡e las diftcuttades
encontradas para su ¡mplementac¡ón.'; se solicita se sirva informar a la brevedad posible
sobre las actuaciones real¡zadas al respeclo; sin perjuicio de lo contemplado en el artículo
12 literal e) del mismo cuerpo normativo, el cual establece: "Comunicar y/o denunciar a los
órganos y autoidades competente,s, /a posió/e ex¡stenc¡a de detitos u otras situaciones que
rcquieran de investigación.'

Sin otro part¡cular, me suscribo de usled, deferentemente,

/ fr,/,¿ ,%'d,tar*W¡,,*
,- . Reialor Titula¡

" "' " ..t{,:Í"T::::t:¡ 
de,8 Torru¡a

MECANISMO NACIONAL
OFICINA DE PREVENCIÓN DE LA TORTURA
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Guatemala, 07 de jun¡o del 2018

LICENCIADO

MIGUEI ANGET GÁLVEZ AGUITAR

duN\o

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA PENAL, NARCOACT]VIDAD

Y DETITOS CONTRA ELAMBIENTE DE MAYOR RIESGO, GRUPO,,B,,
ORGANISMO JUDICIAT

SU DESPACHO

En mi calidad de Relator de la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura, en

cumplimiento con los artículos 12, 13 y 18 del Decreto 40-2010 del Congreso de la
República de Guatemala, Ley del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y Otros
Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes, de la manera más atenta COMUNICO

A USTED COMO JUEZ A CARGO I.A CAUSA 0107¿I-2015.00115 REIáCONADO CON EL

SEÑOR ANAONY SEGURA FRANCO, A MANERA DE RECOMENDACIÓN EFECTUADA POR

ESTA OFICINA derivada de la visita por seguimiento de denuncia, efectuada al Centro de

Detenc¡ón Prevent¡va para Hombres de la zona 17 "Mar¡scal Zavala".

El Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura RECOMIENDA a la autor¡dad

competente, con fundamento en el Artículo 19 del Protocolo Facultativo de la Convención

contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes, para mejorar

el trato y las condiciones de las personas privadas de libertad y de prevenir la tortura y

otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, tomando en considerac¡ón las

normas pertinentes de las Naciones Unidas, se indica lo siguiente:

1.1 Considerando que la prohibición de la tortura es una norma imperativa de

derecho ¡nternac¡onal que forma parte del ius cogens, y que la Constitución

Polít¡ca de la República de Guatemala, en su artículo 46 establece el principio

general de que, en materia de derechos humanos, los tratados y convenciones

aceptados y ratificados por Guatemala tienen preem¡nencia sobre el derecho

interno.

1.2 Considerando que, derivado de los compromisos adquiridos al suscribir los

citados instfumentos ¡nternacionales, el comité contra la Tortura de la

organizacióndelasNacionesUnidas,harecomendadoqueelEstadode
Guatemala tome las medidas legislativas adecuadas para prevenir la práctica de la

tortura dentro de su territorlo nacional, así como por medios no judiciales de

carácterpreventivobasadosenvisitasperiódicasaloslugaresdedetención.

l.3Considerandoquelaprisiónpreventivatieneuncarácterestr¡ctamente
excepcional, y su aplicación se debe adecuar a los principios de legalidad'

presunción de inocencia, razonabilidad, necesidad y proporcionalidad'

La Oficina Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles'

lnhumanosoDegradantesenelpresentecaso,porlarazonespreviamenteexpuestasen
las consideraciones generales y específicas, así mismo con fundamento al Decreto 40-2010

y en el marco legal citado y lo que en derechos humanos cita la Convenc¡ón Contra La

\\'.
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Tortura y Otros Tratos O Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes, y su Protocolo

Facultat¡vo, el cual aprobado por el estado de Guatemala, mediante el decreto legislativo

número 53-2007, RECOMIENDA:

Para respetar la debida aplicación de la ley penal se debe garantizar el derecho

fundamental de la libertad personal, razón principal por lo que la Oficina Nac¡onal

de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o
Degradantes, recomienda mostrar la voluntad polít¡ca de hacer frente al flagelo de

la tortura y establecer medidas prevent¡vas y sostenibles en b¡en de toda su

población sin exclusión; cumplir y hacer cumplir la ley en lo pactado respecto a los

Derechos Humanos en la Constitución Política de la República de Guatemala,

Tratados y Convenios lnternacionales en la materia, debiendo los juzgadores

actuar como garantes del ejercicio del poder judicial respetando los derechos de

las personas sindicadas como posible responsable de un hecho del¡ctivo,

considerando la presunción de inocencia del sindicado, quien debe ser tratado

como inocente y debe otorgarse las medidas que puedan coadyuvar su

intervención en el proceso penal, una de ellas es el respeto a su libertad personal y

no así una obligada privación de libertad en forma preventiva.

il. Al Honorable Señor luez a cargo de la causa 01074-2015-00115, se le recomienda

prestar especial observancia a la legislación nacional e internacional referida en

materia de Derechos Humanos; a efecto sea atendida la Garantía Procesal del

Plazo Razonable tomando en consideración los elementos postulados por la Corte

lnteramericana de Derechos Humanos, s¡endo estos: a) la complejidad del asunto;

b) la actividad procesal del interesado; c) la conducta de las autoridades judiciales;

y d) la afectación generada en la situac¡ón jurídica de la persona involucrada en el

proceso; ello con el propósito de definir lo antes posible la condicion de prisión

prevent¡va del señor ANTHONY SEGURA FRANCO, en virtud que el hecho de

permanecer en prisión preventiva por un plazo de tres años trasciende todos los

estandares ¡nternacionales de dicha cond¡c¡ón; lo cual expone al Estado de

Guatemala como violador de Derechos Humanos, al no privilegiar la libertad, luego

de haberse agotado la etapa de investigac¡ón y aunado a ello ignorar las solicitudes

de audiencias de revisión de medidas de coerción promovidas por el privado de

libertad en mención, lo cual ha respresentado un atrasado de mas de dos años,

situación que es imperativa atender a la brevedad posible, a efecto de evaluar si

existen las condic¡ones idóneas para establecer la necesidad que el señor

ANTHONY SEGURA FRANCO, continue privado de su libertad, de tal forma que

pueda tomar en consideración contemplar otorgarle el arresto domiciliario, como

medida sustitutiva a la prisión prevent¡va por su carácter menos restrict¡vo.

para mayor comprens¡ón de adiciona copia certificada del informe de la v¡sita in s¡tu

realizada y que obra en el respectivo expediente de la unidad de Denuncia y Archivo de la

Oficina Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o

Degradantes.

En observancia a los artículos 13 l¡teral j) y 16 l¡teral e) del Decreto 40-2010 ley del

MecanismoNacionaldePrevencióndelaTorturayotrosTratosoPenasCrueles,

MECANISMO NACIONAT
OFICINA DE PREVENCIÓN DE TATORTURA

5r. Ave 2-31, Zona 1 Guatemala, C.A. Teléfonos: (5021ZL2I-1O65 ' Z22O-O275
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lnhumanos o Degradantes que en lo conducente expresan: "Articuto 7j. Focultodes y
atribuctones, Son fqcultodes y dtribuciones de lo Of¡c¡no Nocionol de Prevención de lo Tortura, lqs sigu¡entes:
..- Sol¡c¡tot ol Min¡ste o Público, M¡nistros de Gobierno, SeÜetqríqs, Orgonismo Judiciol y cuolquíet otro
entidad público o privodo, el opoyo necesorio pora el cumplím¡ento de sus funciones...", "Artlcuto 76.
Obligociones del Eitodo. 9on obligociones del Estodo: ... lnlormar en un plazo rqzonoble a lo Oflcino, sobre
los medidos ddoptados pdrd el curnpl¡miento de lqs recomendaciones y sobre las dificultades encontrodos
poro su ímplementdc¡ón."; se solicita se sirva informar a la brevedad pos¡ble sobre las

actuac¡ones real¡zadas al respecto.

Sin otro particular, me suscribo de usted, deferentemente,

PROCURADURIA 
DE I.OS iERECllOS llU llAii0s

RECEPC¡ON DE DOCUMENT

HORA:

FIRIIA

doP do la Tortura
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C.C. Procurador de los Derechos Humanos

c.c. FIscalía de Derechos Humanos, Ministerio Público

MECANISMO NACIONAL
OFICINA DE PREVENCIÓN DE tA TORTURA
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Guatemala, 11 de julio del 2018

csplA
JUZGADO DEC¡MO DE PRIMERA INSTANCIA PENAI,
NARCOACTIVIDAD Y DETITOS CONTRA Et AMBIENTE
ORGANISMO JUDIC¡AL

SU DESPACHO

ttt*la ll
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1.1 Considerando que la prohibición de la tortura es una norm¿ imperativa de

derecho internacional que forma parte del ius cogens, y que la Constitución

Política de la República de Guatemala, en su artículo 46 establece el principio

general de que, en materia de derechos humanos, los tratados y convenciones

aceptados y ratificados por Guatemala tienen preeminencia sobre el derecho

interno.

1.2 Considerando que, derivado de los compromisos adquiridos al suscribir los

citados instrumentos ¡nternacionales, el Comité Contra la Tortura de la

Organización de las Naciones Unidas, ha recomendado que el Estado de

Guatemala tome las medidas legislativas adecuadas para prevenir la práctica de la

tortura dentro de su territorio nacional, así como por medios no judiciales de

carácter preventivo basados en visitas periódicas a los lugares de detención.

1.3 Considerando que la prisión preventiva tiene un carácter estrictamente

excepcíonal, y su aplicación se debe adecuar a los principios de legalidad,

presunción de inocencia, razonabilidad, necesidad y proporcionalidad.

La Oficina Nac¡onal de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles,

lnhumanos o Degradantes en el presente caso, por la razones previamente expuestas en

las consideraciones generafes y específicas, así mismo con fundamento al Decreto 4O-Z0LO

y en el marco legal citado y lo que en derechos humanos cita la Convención Contra La

Tortura y Otros Tratos O Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes, y su Protocolo

i

IJ

MECANISMO NACIONAT L.j

OFICINA DE PREVENCIÓN DE LA TORTURAIi;

En mi calidad de Relator de la Oficina Nacional de prevención de la Tortura, en
cumplimiento con los artículos L2, 73 y 18 del Decreto 40-2010 del Congreso de la
República de Guatemala, Ley del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y Otros
Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes, de la manera más atenta COMUNICO
A USTED COMO JUEZ A CARGO TA CAUSA 01074.2015-00115 RETACONADO CON EL

SEÑOR GIOVANI MARRoqUíN NAvAs, A MANERA DE RECoMENDACIÓN EFECTUADA
POR ESTA OFICINA derivada de la visita por seguimiento de denuncia, efectuada al Centro
de Detención Preventiva para Hombres de la zona 17 "Mariscal Zavala".

El Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura RECOMIENDA a la autoridad

competente, con fundamento en el Artículo 19 del Protocolo Facultativo de la Convención

contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes, para mejorar

el trato y las condiciones de las personas privadas de libertad y de prevenir la tortura y
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, tomando en consideración las

normas pertinentes de las Naciones Unidas, se indica lo siguiente:



Facultativo, el cual aprobado por el estado de Guatemala, mediante el decreto legislativo
número 53-2007, RE€OMtENDA:

Para respetar la debida aplicación de la ley penal se debe garantizar el derecho
fundamental de la libertad personaÍ, razón principaf por lo que la oficina Nacional
de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o penas Crueles, lnhumanos o
Degradantes, recomienda mostrar la voluntad política de hacer frente al flagelo de
la tortura y establecer medidas preventivas y sostenibles en bien de toda su
poblacíón sin exclusión; cumplir y hacer cumplir la ley en lo pactado respecto a los
Derechos Humanos en la constitución polít¡ca de la República de Guatema[a,
Tratados y Convenios lnternacionales en la materia, debiendo los juzgadores
actuar como garantes del ejercício del poder judicial respetando los derechos de
las personas sindicadas como posible responsabfe de un hecho delictivo,
considerando la presunción de inocencia, el debido proceso y la libre locomoción
del sindicado, quíen debe ser tratado como inocente y debe otorgarse las medidas
que puedan coadyuvar su intervención en el proceso penal, una de ellas es el
respeto a su libertad personal y no así una obligada privación de libertad en forma
prevent¡va.

I. A los Honorables Señores Juzgadores a cargo de las causas 01074-2015-00115
(caso La Línea) en el Juzgado Primero de primera rnstancia penal, Narcoactividad y
Delitos Contra el Ambiente de Mayor Riesgo, Grupo ,,8,,y OLO74-2OI5-00115 (Caso

Traficantes de lnfluencias) en el Juzgado Décimo de primera lnstancia penal,

Narcoactividad y Delitos Contra el Ambiente del Departamento de Guatemala, se
les recomienda prestar especial observancia a la legislación nacional e
internacional referida en materia de Derechos Humanos; a efecto sea atendida la

Garantía Procesal del Plazo Razonable tomando en consideración los elementos
postulados por la Corte lnteramericana de Derechos Humanos, siendo estos: a) la
complejidad del asunto; b) la actividad procesal del interesado; c) la conducta de
las autoridades judiciales; y d) la afectación generada en la situación jurídica de la
persona involucrada en el proceso; ello con el propósito de definir lo antes posible
la condición de prisión preventiva del señor clOVANl MARROQUÍN NAVAS, en

virtud que el hecho de permanecer en prisión preventiva por un plazo de tres años
trasciende todos los estándares internacionales de dicha condición; lo cual expone
al Estado de Guatemala como violador de Derechos Humanos, al no privilegiar la

libertad, luego de haberse agotado la etapa de investigación y aunado a ello se

evalúe si existen las condiciones idóneas para establecer la necesidad que el señor
GIOVANI MARROQUfN NAVAS, cont¡núe privado de su libertad, lo cual ha
provocado un daño colateral de la prisión preventiva a su entorno familiar, y
especialmente a su hijo menor, Osmar Marroquín Navas, por ser autista; de tal
forma que pueda tomarse en consideración conte ar oto rga rle el arresto
domiciliario, como medida sustitutiva a la prisión prevent¡va por su carácter menos
restrict¡vo, tomando en consideración que la fase del proceso penal de

investigación ya ha concluido.
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Para mayor comprensión de adiciona cop¡a certÍficada del informe de la visita in situ
realizada y que obra en el respectivo expediente de la Unidad de Denuncia y Archivo de la
oficina Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos o penas crueles, lnhumanos o
Degradantes.

En observancia a los artículos 13 literal j), artículo 14 literal b) y 16 literal e) del Decreto
40-2010 ley del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos o penas

Crueles, lnhumanos o Degradantes que en lo conducente expresani "Artlcuto 13. Focultddes y
atrlbuciones. son facultodes y otr¡buc¡ones de la Oficina Nac¡onol de Prevenc¡ón de ld Tortura,las siguientes:
... Solic¡tar al Min¡sterio Públ¡co, M¡nistros de Gob¡erno, Secretarías, Organ¡smo Judicial y cualqu¡er otra
entidad pública o privada, el apoyo necesario para el cumplimiento de sus funciones...,,,,,Artfculo 14.
Garantfas. El Estado, para asegurar el desempeño de las facultades de la Ofic¡na Nacional de prevencjón de
la Tortura, garantiza: ... b) Que no se apl¡que, permita o tolere sanción o med¡da alguna conÍa las personas
que ¡ntegran la Of¡c¡na por el cumplimiento de sus funciones, n¡ contra n¡nguna persona u organ¡zac¡ón, por
haber comunicado a la Oficina cualqu¡er información, ya sea verdadera o falsa; ninguna de estas personas u
organ¡zaciones sufrirá perjuicios de ningún tipo por este motivo... ", .,Artfculo 16. Obl¡gaciones del Estado.
Son obligaciones del Estado: ... lnformar en un ptazo razonable a la Of¡cina, sobre las med¡das odoptodqs
paro el cumplim¡ento de las rccomendac¡ones y sobre las d¡ficultodes encontrados pora su ¡mplementoción";

se solicita se sirva informar a la brevedad posible sobre las actuac¡ones realizadas al
respecto.

Sin otro particular, me suscribo de usted, deferentemente,

Titul
tio n do la Todura

la, C. A.
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Guatemala, 11 de jul¡o del 2018

COPIA
LICENCIADO

MIGUEL Á¡¡C¡I- CÁ¡-VEZ AGUITAR

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA PENAL, NARCOACTIVIDAD
Y DELITOS CONTRA EL AMBIENTE DE MAYOR RIESGO, GRUPO "8"
ORGANISMO JUDICIAL
5U DESPACHO

En mi calidad de Relator de la oficina Nacional de prevención de la Tortura, en
cumplimiento con los artículos 72, 13 y 1g del Decreto 40-2010 del congreso de la
República de Guatemala, Ley del Mecanismo Nacional de prevención de la Tortura y otros
Tratos o Penas crueles, lnhumanos o Degradantes, de la manera más atenta coMuNlco
A USTED COMO JUEZ A CARGO LA CAUSA 01074.2015-00115 RELACONADO CON ET

sEÑoR GIoVANI MARRoQUíN NAVAS, A MANERA DE RECoMENDACIÓN EFECÍUADA
PoR EsrA oFlclNA derivada de la visita por seguim¡ento de denuncia, efectuada al Centro
de Detención Preventiva para Hombres de la zona 17,,Mariscal Zavala,,.

El Mecanismo Nacional de prevención de la Tortura REcoMIENDA a la autoridad
competente, con fundamento en el Artículo 19 del Protocolo Facultativo de la Convención
contra la Tortura y otros Tratos o penas crueles, lnhumanos o Degradantes, para mejorar
el trato y las condiciones de las personas privadas de libertad y de prevenir la tortura y
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, tomando en consideración las
normas pertinentes de las Naciones Unidas, se indica lo siguiente:

1.1 considerando que la prohibición de la tortura es una norma imperativa de
derecho internacional que forma parte del ius cogens, y que la Constitución
Política de la República de Guatemala, en su artículo 46 establece el principio
general de que, en materia de derechos humanos, los tratados y convenciones
aceptados y ratificados por Guatemala tienen preeminencia sobre el derecho
interno.

1.2 Considerando que, derivado de los compromisos adquiridos al suscribir los
citados instrumentos internacionales, el comité contra la Tortura de la
organización de las Naciones unidas, ha recomendado que el Estado de
Guatemala tome las medidas legislativas adecuadas para prevenir la práctica de la
tortura dentro de su territorio nacional, así como por medios no judiciales de
carácter preventivo basados en visitas periódicas a los lugares de detención.
1.3 considerando que la prisión preventiva tiene un carácter estrictamente
excepcional, y su aplicación se debe adecuar a los principios de legalidad,
presunción de inocencia, razonabilidad, necesidad y proporcionalidad.

La oficina Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos o penas crueles,
lnhumanos o Degradantes en el presente caso, por la razones previamente expuestas en
las consideraciones generales y específicas, así mismo con fundamento al Decreto 4o-2oLo
y en el marco legal citado y lo que en derechos humanos cita la convención contra La

ha
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Tortura y Otros Tratos O Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes, y su protocolo

Facultativo, el cual aprobado por el estado de Guatemala, mediante e[ decreto legislativo
número 53-2007, RECOMIENDA:

Para respetar la debida aplicación de la ley penal se debe garantizar el derecho
fundamental de la libertad personal, razón príncipal por lo que la Oficina Nac¡onal
de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o penas Crueles, lnhumanos o
Degradantes, recomienda mostrar la voluntad política de hacer frente al flagelo de
la tortura y establecer medidas preventivas y sostenibles en bien de toda su
población sin exclusión; cumplir y hacer cumplir la ley en lo pactado respecto a los

Derechos Humanos en la Constituc¡ón Política de la República de Guatemala,
Tratados y Convenios Ínternacionales en la materia, debiendo los .luzgadores
actuar como garantes del ejercicio del poder judicial respetando los derechos de
las personas sindicadas como posible responsable de un hecho delictivo,
considerando la resunción de inocen el debido ceso la libre locomoción

del sindicado, quien debe ser tratado como inocente y debe otorgarse las medid as

que puedan coadyuvar su intervención en el proceso penal, una de ellas es el

respeto a su libertad personal y no así una obligada privación de libertad en forma
preventiva.

il. A los Honorables Señores Juzgadores a cargo de las causas 01074-2015-00115
(C¡¡o La Líneal en el Juzgado Primero de Primera lnstancia Penal, Narcoactividad y

Delitos Contra el Ambiente de Mayor Riesgo, Grupo "8" y O1O74-2OI5-00115 (Caso

Traficantes de lnfluencias) en el Juzgado Décimo de Pr¡mera lnstancia Penal,

Narcoactividad y Delitos Contra el Ambíente del Departamento de Guatemala, se

les recomienda prestar especial observancia a la legislación nacional e

internacional referida en materia de Derechos Humanos; a efecto sea atendida la

Garantía Procesal del Plazo Razonable tomando en consideración los elementos

postulados por la Corte lnteramer¡cana de Derechos Humanos, siendo estos: a) la

complejidad del asunto; b) la actividad procesal del interesado; c) la conducta de

las autoridades judiciales; y dl la afectación generada en la situación jurídica de la
persona involucrada en el proceso; ello con el propósito de definir lo antes posible

la condición de prisión preventiva del señor GIOVANI MARROQUfN NAVAS, en

virtud que el hecho de permanecer en prisión preventiva por un plazo de tres años

trasciende todos los estándares internacionales de dicha condición; lo cual expone

al Estado de Guatemala como violador de Derechos Humanos, al no privilegiar la

libertad, luego de haberse agotado la etapa de investigación y aunado a ello se

evalúe si existen las condiciones idóneas para establecer la necesidad que el señor

GIOVANI MARROQU[N NAVAS, cont¡núe privado de su l¡bertad, lo cual ha

provocado un daño colateral de la prisión preventiva a su entorno familiar, y

especialmente a su hijo menor, Osmar Marroquín Navas, por ser autista; de tal

forma que pueda tomarse en consideración contemplar oto rle el arresto

do liario, como medida sustitutiva a la prisión preventiva por su carácter menos

restrictivo, tomando en consideración que la fase del proceso penal de

investigación ya ha concluido.
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Para mayor comprensión de adiciona copia certificada del informe de la visita in situ
realizada y que obra en ef respectivo expediente de la unidad de Denuncia y Archivo de la

oficina Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos o penas Crueles, lnhumanos o
Degradantes.

En observancia a los artículos 13 l¡teral j), artículo 14 literat b) y 16 literal e) del Decreto
40-2010 ley del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos o penas
crueles, lnhumanos o Degradantes que en lo conducente expresan: "ArtÍculo t3. Focultades y
ottibuc¡ones. Son fdcultodes y dtribuc¡ones de lo Oi¡c¡no Noc¡onol de Prevenc¡ón de lo Tottu"a,las sigu¡entes:
... Sol¡c¡tar al M¡nisterio Público, Ministros de Gobierno, Secretarías, Organismo Judicial y cualquier otra
ent¡dad pública o privada, el apoyo necesar¡o para el cumplim¡ento de sus funciones..,", "Artlculo 14.
Garantfas. El Estado, para asegurar el desempeño de las facultades de la Oficina Nac¡onal de prevención de
la Tortura, garantiza: ... b) Que no se aplique, permita o tolere sanción o medida alguña contra las personas
que ¡ntegran la oficina por el cumplim¡ento de sus funciones, n¡ contra n¡nguna persona u organización, por
haber comunicado a la Oficina cualgu¡er información, ya sea verdadera o falsa; ninguna de estas personas u
organ¡zaciones sufr¡rá perjuicios de ningún tipo por este motivo... ", "Artfculo 16. obligaclones del Estado.
Son obl¡8ac¡ones del Estado: ... lnformar en un plazo razonable a la Of¡c¡na, sobre las medidas odoptados
poro el cumplimiento de los recomendociones y sobre los dif¡cultodes enconÚodos para su implementoc¡ón";
se solicita se sirva informar a la brevedad posible sobre las actuac¡ones realizadas al
respecto.

Sin otro particular, me suscribo de usted, deferentemente,

lator Titular
0ficina Nacionalds Pr€vonción do la Tortura

Gualemala, C. A.

6l)
Yllut4t4

C-C, Procurador de los Derechos Hum¿nos
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TICENCIADO

MIGUET ÁNGEI GÁTVEZ AGUILAR
JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA PENAI. NARCOACTIVIDAD
Y DETITOS CONTRA Et AMBIENTE DE MAYOR RIESGO, GRUPO "8
ORGANISMO JUDICIAT

SU DESPACHO
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Por

1
En mi calidad de Relator de Ia Ofic¡na Nacional de Prevención de la Tortura, en cumplimiento con
los artículos 72, 73 y 78 del Decreto 40-2010 del congreso de la República de Guatemala, Ley del
Mecanismo Nacional de Prevenc¡ón de la Tortura y otros Tratos o penas crueles, lnhumanos o
Degradantes, de la manera más atenta coMuf{lco A usrED coMo JUEZ A cARGo LA CAUSA
01076.2012-00025 RELACONADO CON EI sEÑOR ADOLFO VIVAR MARROQUIN, A MANERA DE
Recon¡eloactóN EFECTUADA pOB ESTA OF|C|NA der¡vada de ta visita por seguimiento de
denuncia, efectuada al centro de Detenc¡ón preventiva para Hombres de la zona 17 ,,Mariscal

Zavala" .

El Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura REcoMIENDA a la autoridad competente, con
fundamento en el Artículo 19 del Protocolo Facultat¡vo de la Convención contra la Tortura y otros
Tratos o Penas crueles, lnhumanos o Degradantes, para mejorar el trato y las condiciones de las
personas privadas de libertad y de prevenir la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o
degradantes, tomando en consideración las normas pertinentes de las Naciones Unidas, se indica
lo siguiente:

1.1 considerando que la prohibición de la tortura es una norma imperativa de derecho
internacional que forma parte del ¡us cogens, y que la constitución política de la República
de Guatemala, en su artículo 46 establece el pr¡ncipio general de que, en mater¡a de
derechos humanos, los tratados y convenciones aceptados y ratif¡cados por Guatemala
tienen preem¡nencia sobre el derecho ¡nterno.

1.2 considerando que, der¡vado de los compromisos adquiridos al suscribir los citados
¡nstrumentos internacionales, el Comité Contra la Tortura de la Organ¡zac¡ón de las
Naciones Unidas, ha recomendado que el Estado de Guatemala tome las medidas
legislativas adecuadas para prevenir la práctica de la tortura dentro de su terr¡torio
nacional, así como por medios no judiciales de carácter preventivo basados en visitas
periódicas a los lugares de detención.

1.3 Cons¡derando que la prisión preventiva tlene un carácter estrictamente excepcional, y
su aplicación se debe adecuar a los principios de legalidad, presunción de inocencia,
razonabilidad, necesidad y proporcionalidad.

La Of¡cina Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o penas Crueles, lnhumanos o
Degradantes en el presente caso, por la razones previamente expuestas en las considerac¡ones
generales y especÍficas, así mismo con fundamento al Decreto 40-2010 y en el marco legal citado y

lo que en derechos humanos cita la Convención Contra La Tortura y Otros Tratos O Penas Crueles,

lnhumanos o Degradantes, y su Protocolo Facultativo, el cual aprobado por el estado de

Guatemala, med¡ante el decreto legislativo número 53-2007, por lo que:

5a. Ave 2-31, Zona 1 Guatemala, C.A. Teléfonos: l592l 222L-L065,2220-0215
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Al Honorable Señor Juez a cargo de ra causa 01076-2 01.2-ooo2s, se le REGoMTENDA
prestar especial observancia a la legislación nacional e internac¡onal referida en materia de
Derechos Humanos; a efecto sea atendida la PROCESAL DEt PTAZO
RAZONABTE tomando en considerac¡ón los elementos postulados por la Corte
lnteramericaná de Derechos Humanos, siendo estos: af la complejidad del asuntoi b¡ la
actividad procesar der interesado; cl ra conducta de ras autoridades judiciares; y d) ra
afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso; ello
con el propósito de definir a la brevedad posible Ia condición de prisión preventiva del
señor ADOLFO VIVAR MARROeUíN, en virtud que el hecho de permanecer en prisión
prevent¡va por un plazo de SEIS AÑOS trasciende todos los estándares internacionales de
dicha condición, abusando del uso de la prisión preventiva al no utilizarse de forma
excepcional, lo cual, tal como consta en los informes y certificados médicos descritos en
este documento, ha provocado en el privado de libertad graves afectac¡ones psicológicas,
generando una depres¡ón profunda y alteraciones psiquiátricas; lo cual expone al Estado
de Guatemala como violador de Derechos Humanos, al no privilegiar la libertad, luego de
haberse agotado la etapa de investigación; por lo que constituye una situación que es
¡mperativa atender a la brevedad posible, a efecto de evaluar si existen las condiciones
idóneas para establecer la necesidad que el señor ADoLFo vlvAR MARRoeufN, continúe
privado de su libertad, de tal forma que pueda tomar en consideración contemplar
otorgarle el arresto domiciliario, como medida sustitutiva a la prisión preventiva por su
carácter menos restr¡ctivo y permita al privado de libertad someterse a un tratamiento
tanto psicológico adecuado a su s¡tuación mental; así como a un tratamiento idóneo para
atender la enfermedad prostática que padece y evitar que se desarrolle cáncer en dicho
órgano.

Para mayor comprensión de adiciona copia del informe de la visita in situ realizada (42 folios) y
que obra en el respect¡vo expediente de la Unidad de Denunc¡a y Archivo de la Oficina Nacional de
Prevención de la Tortura y Otros Tratos o penas Crueles, lnhumanos o Degradantes.

En observancia a los artículos 13 literal i) y 16 literal e) del Decreto 40-2010 ley del Mecanismo
Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos o penas crueles, lnhumanos o Degradantes
que en lo conducente expresan: "Attlcuto 13. F6,cultadf5 y ot buciones. son Íocuttodes y otribuciones de lo
Oficino Nocionol de Prevenc¡ón de lo Tottuto, los siguientes: ... Solicitot ol Min¡ster¡o público, Minístros de 6ob¡eho,
Secretorios, orgon¡s¡no ludiciol y cuolqu¡er otru entídad públ¡co o pr¡vodo, el opoyo necesor¡o paro el cumplím¡ento dc
sus func¡ones. .", "Artículo 76. Obligoc',ones del Estodo. Son obligocíones del Estodo: ... lnformor en un plozo rdzonoble o
la ofrc¡nd, sobre las medidos odoptodos poro el cumpl¡ñiento de los recomendociones y sobre los dífrcultodes
enconüodos poto su implementoción-"; se solicita se sirva informar a la brevedad pos¡ble sobre las
actuaciones real¡zadas al respecto; sin perjuicio de lo contemplado en el artículo 12 literal e) del
mismo cuerpo normat¡vo, el cual establece; "comunicar y/o denunciar a ros ótganos y adoridades
comptenles, la pos¡bre existercia de delitos u otÉs siruac¡ones que ¡equ¡eran de invest¡gac¡ón.;

Sin otro particular, me suscribo de usted, deferentemente,

ator Tltu
ulrcr¡la de de l¿ Todurs

Guat€m c. A"

gt-,
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Guatemala,02 de marzo del 2018
EXP. 01076-2011-00001

HONORABTE JUEZ

CLAUDETTE DOMfNGUEZ
JUZGADO DE MAYOR R¡ESGO'A'
ORGANISMO JUD!CIAL

SU DESPACHO

En mi calidad de Relator de la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura, en

cumplimiento con los artículos 12, 13 y 18 del Decreto 40-2010 del Congreso de la República

de Guatemala, Ley del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o

Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes, de la manera más atenta COMUNICO A USTED

COMO JUZGADO A CARGO TA CAUSA 01076.2011-00001 CON RESPECTO AL SEÑOR

CARLOS AUGUSTO GARAVITO MORÁN, A MANERA DE RECOMENDACIÓN EFECTUADA

POR ESTA OFICINA derivada de visita por seguimiento de denuncia, efectuada al Centro de

Detención Preventiva para Hombres de la Zona 17, "Mariscal Zavala".

El Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura RECOMIENDA a la autoridad

competente, con fundamento en el Artículo 19 del Protocolo Facultativo de la Convención

contra la fortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, para mejorar

el trato y las condiciones de las personas privadas de libertad y de prevenir la tortura y otros

tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, tomando en consideración las normas

pertinentes de las Naciones Unidas, se indica lo siguiente:

1.1 Que el Estado de Guatemala es Parte de la Convención Contra la Tortura y Otros Tratos

o Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes de las Naciones Unidas, asÍ como de su

Protocolo Facultativo, el cual fue aprobado mediante Decreto Número 53-2007 del

Congreso de la República, cuyo instrumento de ratificación fue depositado en las Naciones

Unidas el 9 de junio de 2008.

1.2 Que el artículo 3 del Protocolo Facultativo citado, contiene el compromiso para cada

Estado Parte, de establecer, designar o mantener a nivel nacional uno o varios órganos de

visitas para la prevención de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o

degradantes, denominado Mecanismo Nacíonal de Prevención, por lo que se hace

necesario emitir las normas adecuadas para crear el mecanismo respectivo para nuestro

pa ís.

La Oficina Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, lnhumanos

o Degradantes en el presente caso, por las razones previamente expuestas, así mismo con

fundamento al Decreto 4O-Z.OLO y en el marco legal citado y lo que en derechos humanos

c¡ta la Convención Contra La Tortura y Otros Tratos O Penas Crueles, lnhumanos o

Degradantes, y su Protocolo Facultativo, RECOMIENDA:

5a. Ave 2'31, Zona 1 Guatemala, C.A. Teléfonos: l50?l 222l-L065,2220-021'5
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1. En observancia a la legislación nacional e internacional referida en materia

de Derechos Humanos; y específicamente para garant¡zar lo contemplado en

el artículo 3 de la Constitución Política de la República de Guatemala, en el

cual el Estado garantiza la vida humana desde su concepción, así como la

integridad y la seguridad de la persona; que el juez a cargo de la causa 01076-

2011-00001 pueda contemplar el arresto domiciliario para el privado de

libertad CARLOS AUGUSTO GARAVITO MORAN, como medida sustitutiva a la

prisión preventiva por su carácter menos restrictivo, a fin de permitir que el

privado de libertad en mención pueda por lo delicado de su estado de salud,

permanecer en observación y tratamiento en el Centro Médico Militar por

ser jubilado del ejército nacional y en consecuencia por no existir clínica y

médico permanente en los centros de detención a cargo de la Dirección

General del Sistema Penitenciario, se le otorgue la medida sustitutiva de

arresto domiciliario, para garant¡zar su tratamiento en su residencia y dar

cumplimiento a las Reglas Mínimas para el Tratamiento de Reclusos de las

Naciones Unidas.

Para mayor comprensión de adiciona copia del informe de la visita in situ realizada y que

obra en el expediente SAP-010-2018 de la Unidad de Denuncia y Archivo de la Oficina

Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o

Degradantes.

En observancia a los artículos 13 literal j) y 16 literal e) del Decreto 40-2010 ley del
Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles,
lnhumanos o Degradantes que en lo conducente expresan: "Articuto 13- Foct ltddes y ottlbuctones.
Son focultodes y otribuciones de lo Oficino Noc¡onal de Prevención de lo Torturu, las s¡gu¡entes: ... Sol¡c¡tot ol M¡nísteio
Públ¡co, Min¡stros de Gob¡erno, Secrctoios, Oryon¡smo lud¡cial y cuolqu¡et otro entidod público o privodo, el apoyo
necesorio paro el cumpl¡miento de sus funciones...", "Att¡culo 16, Obl¡gdciones del Estodo. Son obl¡goc¡ones del Estodo: ...

lnformor en un plozo razonoble o lo Oficina, sobre los med¡dqs odoptodas poro el cumpl¡m¡ento de los recomendoc¡ones y

sobre los d¡f¡cultddes encontrudos paru su ¡mpleñentoc¡ón. "; se Solicita se sifva infofmaf a la bfevedad
posible sobre las actuaciones realizadas al respecto.

S¡n otro particular, me suscribo de usted, deferentemente,

JUZGAOO PRIMERC DE PRIMERA INSTANCIA
PENAL DE I,IAYOR RIESGO'A'
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LICENCIADO

WALTER OLIVERT VITTATORO DíAZ

JUZGADO DECIMO DE PRIMERA INSTANCIA PENAL NARCOACTIVIDAD

Y DELITOS CONTRA EL AMBIENTE
ORGANISMO JUD¡CIAL

SU DESPACHO

En mi calidad de Relator de la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura, en

cumplimiento con los artículos L2, L3 y 18 del Decreto 40-2010 del Congreso de la
República de Guatemala, Ley del Mecanismo Nac¡onal de Prevención de la Tortura y Otros

Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes, de la manera más atenta COMUNICO

A USTED COMO JUEZ A CARGO TA CAUSA 01074.2015.00115 CORRESPONDIENTE A

ELDER HERMETINDO FUENTES GARCfA, A MANERA DE RECOMENDACIÓN EFECTUADA

POR ESTA OFICINA derivada de tas vis¡tas por seguimiento de denuncia, efectuadas al

Centro de Detención Prevent¡va para Hombres de la Zona 17, "Mariscal Zavala".

El Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura RECOMIENDA a la autoridad

competente, con fundamento en el Artículo 19 del Protocolo Facultativo de la Convención

contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes, para mejorar

el trato y las condiciones de las personas privadas de libertad y de prevenir la tortura y

otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, tomando en consideración las

normas pert¡nentes de las Naciones Unidas, se indica lo siguiente:

1.1 Considerando que la prohibición de la tortura es una norma imperativa de

derecho internacional que forma parte del ius cogens, y que la const¡tución

Política de la República de Guatemala, en su artículo 46 establece el principio

general de que, en mater¡a de derechos humanos, los tratados y convenciones

aceptados y rat¡f¡cados por Guatemala tienen preem¡nencia sobre el derecho

interno.

l.2Considerandoque,derivadodeloscompromisosadquiridosalsuscribirlos
citados instrumentos internacionales, el Comité Contra la Tortura de la

Organización de las Naciones Unidas, ha recomendado que el Estado de

Guatemala tome las medidas legislativas adecuadas para prevenir la práctica de la

tortura dentro de su territorio nacional' así como por medios no judiciales de

carácter preventivo basados en visitas periódicas a los lugares de detención'

1.3 Considerando que la prisión prevent¡va tiene un carácter estr¡ctamente

excepcional, y su aplicación se debe adecuar a los principios de legalidad'

presuncióndeinocencia.razonabilidad,necesidadyproporc¡onalidad.

La Oficina Naci

lnhumanos o

expuestas en

onaldePrevencióndelaTorturayotrosTratosoPenasCrueles,
OagrrOanra, en el presente caso' por la razones previamente

las consideraciones generales y específicas' asi mismo con
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fundamento al Decreto  O-ZOLO y en el marco legal citado y lo que en derechos
humanos c¡ta la Convenc¡ón Contra La Tortura y Otros Tratos O Penas Crueles,

lnhumanos o Degradantes, y su Protocolo Facultativo, el cual aprobado por el

estado de Guatemala, mediante el decreto legislativo número 53-2007,
RECOMIENDA:

En observancia a la leg¡slac¡ón nacional e ¡nternacional referida en materia
de Derechos Humanos; y específicamente dar cumpl¡miento a lo
contemplado en el artículo 3 de la Constitución Polít¡ca de la República de
Guatemala, en el cual el Estado garantiza la vida humana desde su
concepción, así como la integridad y la segur¡dad de la persona; que el juez
a cargo de la causa 01 074-2015-001 I 5 pueda contemplar el arresto
domiciliario para el privado de libertad ELDER HERMELINDO FUENTES
GARCÍA, como medida sustitut¡va a la pr¡s¡ón preventiva por su carácter
menos restr¡ctivo, atendiendo al plazo razonable para desarrollar el proceso
penal en su @ntra luego que se encuentre en prision preventiva por 2 años
y I meses. Dicha medida sust¡tutiva permitiría que el privado de libertad en
menc¡ón pueda acceder a las revisiones médicas necesarias para
resguardar su salud y su vida; así como recibir los cuidados necesarios
para su mejoría, en virtud que el Sistema Penitenciario no puede ofrecer
condiciones para atender a personas enfermas; de tal forma que se
privilegien y garant¡cen sus derechos const¡tucionales tales como la vida y
la salud. Por otro lado, es ¡mportante considerar que la situación descrita en
el presente informe ha conllevado una grave afectac¡ón psicológica y

emoc¡al al nucleo familiar del privado de libertad referido, lo cual de acuerdo
a los certificados medicos de su esposa e hija ha repercutido en sus
estados de salud, circunstancias que pudieran atenuarse mediante la

consideracion de una medida sustitutiva.

Para mayor comprensión de adiciona copia certificada del informe de la visita ¡n situ

realizada y que obra en la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o

Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes.

En observancia a los artículos 13 literal j) y 16 literal e) del Decreto 40-2010 ley del

Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles,

Inhumanos o Degradantes que en lo conducente expresan: "Artículo 73. Fdcultodes y
otrlbuciones. son facultodes y otr¡buciones de lo oficino Nocionol de Prevención de lo Tortura, los s¡guientes:

... Solícitor ol Mínisterio Público, M¡n¡stros de Gobierno, Secretorlqs, Orgonismo Judiciol y cuolqu¡er otra
ent¡ddd públíca o privada, el dpoyo necesorio poro el cumplim¡ento de sus Junciones...", "Attlculo 76.
Obligociones det Efiddo. Son obligaciones del Estqdo: ... lnformar en un glozo rozonoble o lo Oficína, sobre
las medidos odoptodas pora el cumplímiento de lqs recomenddc¡ones y sobre los díficultades encontrodos

poro su implementación."; se solicita se sirva informar a la brevedad posible sobre las

actuaciones realizadas al respecto.

Sin otro part¡cuw(qfe, de-ferentemente,
AIENiEli
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Guatemala, 13 de marzo, deL20l.8, ¡lu,L;q ¡,¡ior*ri6o
ORGATlS:}O JUOICIAL

sü:.,:i¡a'.A. C A.

t¡CENCIADO

MIGUEL ANGEL GÁIVEZ AGUILAR

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA PENAL, NARCOACTIVIDAD
Y DELITOS CONTRA Et AMBIENTE DE MAYOR RIESGO, RUPO

ORGANISMO JUDICIAL

SU DESPACHO

En mi calidad de Relator de la Oficina Nacional de Prevención de la Tort u ra,
cumplimiento con los artículos 12, 13 y 18 del Decreto 40-2010 del Congreso de la República
de Guatemala, Ley del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o
Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes, de la manera más atenta COMUNICO A USTED

COMO JUEZ A CARGO TA CAUSA 01074.2015.00017 CORRESPONDIENTE A DANIEIA DE TA

LUZ BETTRANENA CAMPBEIL, A MANERA DE RECOMENDACÚN EFECÍUADA POR ESTA

OFICINA derivada de las visitas por seguimiento de denuncia, efectuadas al Centro de
Detención Preventiva para Hombres y Mujeres de la Zona 17 "Mariscal Zavala".

El Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura RECOMIENDA a la autoridad
competente, con fundamento en el ArtÍculo 19 del Protocolo Facultat¡vo de la Convención

contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes, para mejorar
el trato y las condiciones de las personas privadas de libertad y de prevenir la tortura y otros
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, tomando en cons¡deración las normas
pertinentes de las Naciones Un¡das, se indica lo s¡guiente:

1.1 Considerando que la prohibición de la tortura es una norma imperativa de
derecho internacional que forma parte del ius cogens, y que la Constituc¡ón Política

de la República de Guatemala, en su artículo 46 establece el principio general de
que, en materia de derechos humanos, los tratados y convenciones aceptados y

ratificados por Guatemala tienen preeminencia sobre el derecho interno.
1.2 Considerando que, der¡vado de los compromisos adquiridos al suscribir los

c¡tados instrumentos ¡nternacionales, el Comité Contra la Tortura de la Organización
de las Naciones Unidas, ha recomendado que el Estado de Guatemala tome las

medidas legislativas adecuadas para prevenir la práctica de la tortura dentro de su

territor¡o nacional, así como por medios no judiciales de carácter preventivo

basados en visitas periódicas a los lugares de detención.
1.3 Considerando que la prisión preventiva tiene un carácter estrictamente
excepcional, y su aplicación se debe adecuar a los principios de legalidad, presunción

de inocencia, razonabilidad, necesidad y proporcionalidad.

La Oficina Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, lnhumanos

o Degradantes en el presente caso, por la razones previamente expuestas en las

consideraciones generales y específicas, así mismo con fundamento al Decreto 4O-ZOLO y

en el marco legal citado y lo que en derechos humanos cita la convención contra La Tortura
y Otros Tratos O Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes, y su protocolo Facultativo, el
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cual aprobado por el estado de Guatemala, mediante el decreto legislativo número 53-

2007, RECOMIENDA:

l. Para respetar la debida aplicación de la ley penal se debe garantizar el

derecho fundamental de la libertad personal, razón principal por lo que la

Oficina Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles,
lnhumanos o Degradantes, recomienda mostrar la voluntad política de hacer
frente al flagelo de la tortura y establecer med¡das preventivas y sostenibles
en bien de toda su población sin exclusión; cumplir y hacer cumplir la ley en
lo pactado respecto a los Derechos Humanos en la Constitución Política de

la República de Guatemala, Tratados y Convenios lnternacionales en la

materia, debiendo los juzgadores actuar como garantes del ejercicio del
poder jud¡cial respetando los derechos de las personas sindicadas como
posible responsable de un hecho delictivo, considerando la presunción de

inocencia del sindicado, quien debe ser tratado como inocente y debe

otorgarse las medidas que puedan coadyuvar su intervención en el proceso

penal, una de ellas es el respeto a su libertad personal y no así una obligada
privación de libertad en forma preventiva.

il. Que el juez a cargo de la causa 01074-2015-00017 pueda tomar en

consideración y contemplar el arresto domiciliario para la privada de libertad
DANIELA DE LA LUZ BELTRANENA CAMPBELL, como medida SusIitutiva

a la prisión preventiva por su carácter menos restr¡ctivo, a f¡n de permitir que

reciba tratamiento adecuado a la afección y cuadro clÍnico que presenta, y le
sea otorgada la medida sustitutiva de arresto domiciliario; ya que las penas

deben expresar una adecuada y justa proporción entre el delito y la pena

retributiva, de lo contrario serán penas irracionales y por tanto
inconstitucionales.

Para mayor comprensión se adiciona copia certificada del informe de la denuncia y v¡sita in

situ realizada al Centro de Detención Preventiva para Hombres y Mujeres de la Zona 17

"Mariscal Zavala" sobre el caso de la señorita DANIELA DE LA LUZ BELTRANENA CAMPBELL.

En observancía a los artículos 13 literal j) y 16 literal e) del Decreto 40-2010 ley del
Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles,

lnhumanos o Degradantes que en lo conducente expresan: "Attlculo 73. Focultodes y
otribuc¡ones. Son focultodes y otribuc¡ones de lo Ofic¡no Nociondl de Prevenc¡ón de lo Torturo, los sígu¡entes:

... Solicítdr dl M¡n¡ster¡o Público, M¡nistros de Gobierno, SeÜetoríos, Orgonismo Jud¡ciol y cuolqu¡er otra
ent¡dod públ¡co o privoda, el opoyo necesorio paro el cumplimiento de sus func¡ones...", "Attlculo 76.
Obligociones del Estodo. Son obligdc¡ones del Estodo: ... lnformor en un plozo rozonoble o lo Ofic¡no, sobre

los medidos ddoptodos pdro elcumplim¡ento de los recomendociones y sobre las d¡f¡cultodes enconÚodds pam

su implementoc¡ón, se sol¡cita se sirva informar a la brevedad posible sobre las actuaciones

realizadas al respecto.

Sin otro particular, me suscribo de usted, deferentemente,
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mgl :'l ,OF.CASR-OPT-023-201 B-c
CAUSA NúMERO O1 08,t -201 2-00364

GOPIAJUEZ PRESIDENTE
PABLO XITUMUL DE PAZ
Tribunal Primero de sentencia penal, Narcoactiv¡dad, y Delitos contra elAmbiente Procesos de Mayor Riesgo, Grupo ,.C,,.
ORGANISMO JUDICIAL
SU DESPACHO

En mi calidad de Rerator de ra of¡c¡na Nacional de prevención de ra Tortura, en
cumplimiento con tos articuto: 12, 13 y 18 det Decreto 40-20í0 oet congreJá áL ta
Repúbl¡ca de Guatemara, Ley der Mecaniómo Nac¡onar de prevención oe aroñuiá y otros
Tratos oPenas crueres, rnhumanos o Degradantes, de ra manera más atenta coMuNlco
A USTED COMO JUEZ PRESIDENTE A CARGO óC U CIUSE ÑÚMERO OrO;i¡.ióIZ.'00364 Tribunal Primero de sentencia penal, Narcoactividad, y Delitos contrá el
Amb¡ente Procesos de Mayor Riesgo, Grupo ,¡c,,, A MANERA oÉ necon¡e¡,¡olctóñ
EFECTUADA poR ESTA óncr,¡e-¿ér¡vaoá oe d ri.-it" por seguimiento de denuncia,
efectuada al centro de Detención preventiva para Hombies y úlujeres ae a ioiá .n
"Mariscal Zavala".

(

El Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura RECOMIENDA a la autoridad
competente, con fundamento en el Artículo 1g del protocolo Facultativo de la convención
contra Ia Tortura y otros Tratos o penas crueles, lnhumanos o Degradantes, para mejorar
eltralo y las cond¡c¡ones de las personas privadas de libertad y de preven¡r la tortura y otros
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, tomando en considerac¡ón las normas
pertinentes de las Naciones Unidas, se indica lo siguiente:

1 .1 cons¡derando que la prohib¡ción de la tortura es una norma imperativa de
derecho internac¡onal que forma parte del ius cogens, y que la const¡tución polít¡ca
de la República de Guatemala, en su artículo 46 establece el principio general de
que, en materia de derechos humanos, los tratados y convenciones aceptados y
ratif¡cados por Guatemala tienen preeminencia sobre el derecho ¡nterno.

1.2 Considerando que, derivado de los compromisos adquiridos al suscribir los
citados instrumentos internac¡onales, el Comité Contra la Tortura de la Organización
de las Naciones Unidas, ha recomendado que el Estado de Guatemala tome las
medidas legislativas adecuadas para prevenir la práctica de la iortura dentro de su
territorio nacional, así como por medios no jud¡ciales de carácter preventivo basados
en visitas periódicas a los lugares de detención.

I .3 Considerando que Ia prisión preventiva tiene un carácter estrictamente
excepcional, y su aplicación se debe adecuar a los principios de legalidad,
presunción de inocencia, razonabil¡dad, necesidad y proporc¡onalidad.

La Oficina Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, lnhumanos
o Degradantes en el presente caso, por la razones previamente expuestas en las
considerac¡ones generales y específicas, así mismo con fundamento al Decreto 4O-2010 y

en el marco legal citado y lo que en derechos humanos cita la Convención Contra La Tortura
y Otros Tráos O Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes, y su Protocolo Facultativo, el

5u. Ave. 2'31 Zona1, Guatemala, C A Teléf onos : (502) 2221 - 1 065, 2220'021 5
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por lo que se recom¡enda:

Sin otro particular, me suscribo de usted, deferentemente,

.:

o de Guatemala, mediante el decreto legislativo número S3-2007,
t, 0

l' Para fespetar ra debida apricac¡ón de ra rey penar se debe garantizar er derecho
fundamentar de ra r¡bertad personar, razón principar por ro que ra oficina Nac¡onar de
Prevención de la Tortura y Otros Tratos o penas Crueles, lnhumanos o
Degradantes, recomienda mostrar ra voruntad porítica de hacer frente ar fragero de
la tortura y estabrecer medidas preventivas y sostenibres en bien de toda su
pobración sin excrusión; cumprir y hacer cumprir ra rey en ro paclado respecto a ros
Derechos Humanos en ra const¡tución porítica de ra Repúbrica de Guatemara,
Tratados y convenios rnternacionares en ra materia, debiendo ros juzgadores actuar
como garantes der ejercicio der poder jud¡ciar respetando ros derechos de ras
personas sindicadas como posible responsable de un hecho delictivo, considerando
la presunción de inocencia der sindicado, quien debe ser tratado como inocente y
debe otorgarse ras medidas que puedan coadyuvar su intervención en er proceso
penal, una de ellas es el respeto a su l¡bertad personal y no así una obligada
privación de l¡bertad en forma prevenliva.

ll. Que el juez a cargo de ra causa expediente oi081-20i2-00364 pueda tomar en
consideración y contemplar la autorización para que la privada de r¡bertad MARIA
LUISA osoRro vAseuEZ pueda acudir ar Hospitar Rooseven o san Juan de Dios
o en su defecto cuarquier otro centro de salud para poderse realizar los exámenesy chequeos correspondientes para garantizar er derecho humano a ra vida
contemplado en el artículo 3 de la const¡tución porítica de la República de
Guatemala y er derecho humano a ra sarud contemprado en er artícuro 93 der
mismo cuerpo legal, tomando en cuenta que ef goce de ra sarud es derecho
fundamental del ser humano, sin d¡scriminación alguna.

Para mayor comprensión de adiciona copia del informe de la v¡sita in situ realizada (g folios)
y que obra en el respect¡vo expediente de la Unidad de Denuncia y Archivo de la oficina
Nac¡onal de Prevención de la Tortura y ohos Tratos o penas crueles, lnhumanos o
Degradantes.

En observancia a los artículos 't 3 literal i) y 16 l¡teral e) del Decreto 4o-2ol o ley del
Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos o penas crueres,
lnhumanos o Degradantes que en lo conducente expresan: "A¡7ícuto 13. Facuftades y
atñbuciones. son facultades y atibuciones de la oficina Nacionat de prevenc¡ón de ta
Toñura, las siguientes: ...solicitar at Ministerio público, Ministros de Gobiemo, secrefarias,
organismo Judicial y cualquier otra entidad púbtica o pivada, et apoyo necesaio para el
cumplimiento de sus funciones...", 'At{cuto 16. Obligaciones de, Esfado. Sor,
obligac¡ones del Estado: ... lnfo¡mar en un plazo razonable a ta ofic¡na, sobre las med¡das
adoptadas para el cumpl¡miento de las recomendaciones y sobre las dificuttades
encontradas para su implementación."; se solicita se sirya informar a la brevedad posible
sobre las actuaciones reallzadas al respec{o; s¡n perjuicio de lo contemplado en el artículo
l2 literal e) del mismo cuerpo normat¡vo, el cual establece: "comunicar y/o denunciar a los
órganos y autoridades competenteg /a posó/e exls tencia de detitos u otras situaciones que
requieran de investigación.'
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Guatemala, 03 de mayo del 2018
EXP. 01078-2016-00046
EXP. 01081-2012-00364
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V!RGINIAAMPARO DE TEÓN TARA
JUEZA SEGUNDO DE PRIMERA INSTANCIA PENAL, NARCOACTIVIDAD,
Y DELITOS CONTRA EL AMBIENTE DEL DEPARTAMENTO DE GUATEMALA
SILVIA VIOIETA DE tEÓN SANTOS
JUEzA DE PRIMERA INSTANCIA PENAI- NARcoAcrlvlDAD, Y DELlros coNTRA
ELAMBIENTE DE MAYOR RIESGO GRUPO "C"
ORGANISMO JUDICIAL

SU DESPACHO

En mi calidad de Relator de la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura, en
cumplimiento con los artículos 12, !3 y 18 del Decreto 40-2010 del Congreso de la
República de Guatemala, Ley del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y Otros
Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes, de la manera más atenta COMUNICO

A USTEDES COMO JUEZAS A CARGO DE IAS CAUSAS 01078-2016-00046 Y 01081-
2012.00364 RESPECTIVAMENTE CORRESPONDIENTES AL SEÑOR EDGAR ARNOLDO

MEDRANO MENENDEZ, A MANERA DE RECOMENDACIÓN EFECTUADA POR ESTA

OFICINA derivada de v¡s¡ta por seguim¡ento de denuncia, efectuada al Centro de

Detención Prevent¡va para Hombres de la Zona 18.

El Mecan¡smo Nacional de Prevención de la Tortura RECOMIENDA a las autoridades

competentes, con fundamento en el Artículo 19 del Protocolo Facultativo de la
Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes,

para mejorar el trato y las condiciones de las personas privadas de libertad y de prevenir

la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, tomando en

consideración las normas pert¡nentes de las Naciones Unidas, se indica lo s¡guiente:

1.1 Que el Estado de Guatemala es Parte de la Convención Contra la Tortura y Otros

Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes de las Nac¡ones Unidas, así como de su

Protocolo Facultativo, el cual fue aprobado mediante Decreto Número 53-2007 del

Congreso de la RepÚblica, cuyo ¡nstrumento de ratificación fue depos¡tado en las Naciones

Unidas el 9 de junio de 2008.

1.2 Que el artículo 3 del Protocolo Facultat¡vo c¡tado, contiene el comprom¡so para

cada Estado Parte, de establecer, designar o mantener a nivel nacional uno o varios

órganos de visitas para la prevención de la tortura y otros tratos o penas crueles,

inhumanos o degradantes, denominado Mecanismo Nacional de Prevención, por lo que se

haCe necesario em¡tir las normas adecuadas para Crear el mecanismo respectivo para

nuestro país.

La oficina Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos o Penas crueles,

lnhumanos o Degradantes en el presente caso, por las razones previamente expuestas, así

MECANISMO NACIONAL
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m¡smo con fundamento al Decreto 4O-2O10 y en el marco legal citado y lo que en
derechos humanos cita la convención Contra La Tortura y otros Tratos o penas crueles,
lnhumanos o Degradantes, y su Protocolo Facultat¡vo, RECOMIENDA:

En observancia a la legislación nacional e internacional referida en mater¡a de
Derechos Humanos; que el juez a cargo de las causas penales 01078-2016-00046,
del Juzgado Segundo de Primera lnstanc¡a del Ramo penal, Narcoactividad y
Del¡tos Contra El Amblente del Departamento de Guatemala, y 10g1-2012-00364
del Juzgado de Primera lnstancia Penal, Narcoactividad y Del¡tos Contra el
Ambiente, de Mayor Riesgo Grupo "C", a efecto que resuelva la situación jurídica
del señor EDGAR ARNOLDO MEDRANO MENÉNDEZ atendiendo la Garantía
Prgcqsal de! Plqzo Ra¡q¡able tomando en conslderación los elementos postulados
por la Corte lnteramericana de Derechos Humanos, siendo estos: a) la complejidad
del asunto; b) la actividad procesal del interesado; c) la conducta de las
autoridades judiciales; y d) la afectación generada en la situación jurídica de la
persona involucrada en el proceso.

il. En v¡rtud que el señor EDGAR ARNOLDO MEDRANO MENÉNDEZ, se encuentra
privado de su libertad en condición de pRtStÓN pREVENTIVA; con el objeto de
evitar su fuga sin que se pueda resolver juicio alguno en su contra, o bien por el
supuesto riesgo de obstacul¡zar la averiguación de la verdad dentro de su proceso,
es indispensable que el Estado como mínimo proteja su vida y su integridad física.

Por lo que, en observancia y cumplimlento a lo preceptuado en la legislación

nacional, así como en el marco internacional de Derechos Humanos, y

específicamente la garantía contemplada en el artículo 3 de la Constitución Política

de la República de Guatemala, en el cual el Estado garant¡za la vida humana desde

su concepción, la integridad y la seguridad de la persona, así como la proteccióna

la familia; se recom¡enda que al Juzgado Segundo de Primera lnstancia Penal,

Narcoactividad y Del¡tos Contra el Ambiente, del Departamento de Guatemala,

qu¡en se encuentra a cargo de la las causas penales 0107&2016'fl)046, del

.luzgado Segundo de Primera lnstancia del Ramo Penal, Narcoactividad y Delitos

Contra El Ambiente del Departamento de Guatemala, y 1081-2012-fl)364 del

Juzgado de Primera lnstancia Penal, Narcoactividad y Delitos Contra el Ambiente,

de Mayor Riesgo Grupo "C", para que se sirva considerar trasladar de forma

urgente al señor EDGAR ARNOLDO MEDRANO MENÉNDEZ del Centro de Detención

Prevent¡va Para Hombres de la zona 18, hacia otro centro de detención de

NATURALEZA PREVENTIVA, de preferencia en la ciudad capital en cualesquiera de

las cárceles militares, en tanto concluya el proceso al cual se encuentra sometido;

a fin de evitar continúe siendo objeto de amenazas, tortura, tratos crueles y

extorsiones, por parte de otros privados de libertad con perfiles criminológicos

habituales, emocionales, psicológicos, considerándose incluso vocac¡onales, es

decir, que los agresoress son reincidentes en contra de la dignidad humana del

señoT EDGAR ARNOLDO MEDRANO MENÉNDEZ.

[Paramayorcomprensióndeadicionacopiacertificadadelinformedelav¡sitainsitu
realizada referente al privado de libertad Edgar Arnoldo Medrano Menéndez, el cual obra

en la unidad de Denuncia y Archivo de la oficina Nac¡onal de Prevención de la Tortura y

Otros Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes'

En observancia a los artículos 13 literal j) y 16 literal e) del Decreto 40-2010 ley del

MecanismoNacionaldePrevencióndelaTorturayOtrosTratosoPenasCrueles'

MECANISMO NACIONAL
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lnhumanos o Degradantes que en lo conducente expresan: "Atttcuto 7s. Focuhodes y otrthtclones.
Son focultodes y otr¡buc¡ones de lo oficino Noc¡ondl de P.eveñción de lo Torturo, los s¡gu¡entes: ... Sol¡c¡tor ol M¡n¡ste o
Público, Ministtos de Gobierno, secretorios, Orgonisño Jud¡ciol y cuolqu¡et otro ent¡dod públ¡co o pr¡vodo, el opoyo
necesor¡o pdrc el cumpl¡ñ¡ento de sus func¡ones...", "Ardculo 76. Obtigocioncs del Estado. Son obligociones del Estodo:
... lnformü en un plozo rozonoble o lo of¡c¡ho, sobrc los oedidos odoptodos poro el cumplimiento de los
rccomendoc¡ones y sobre las d¡ficultodes encontrodos poru su implementac¡ón. -; se solic¡ta Se s¡fvan infofmaf
a la brevedad pos¡ble sobre las actuaciones realizadas al respecto.

S¡n otro particular, me suscr¡bo de ustedes, deferentemente,
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C.c. Dirección General del S¡lema Penitenc¡ario

cc. Procurador de los Derechos Humanos

C.C. Fisc¡lía de Derechos Humanos, M¡nisterio Público
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La Oficina Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles,

lnhumanos o Degradantes en el presente caso, por la razones previamente

expuestas en las consideraciones generales y específicas, así mismo con

\
ar-

Guatemala, 19 de abril del 2018

"¡

\

En mi calidad de Relator de la oficina Nacional de prevenc¡ón de la Tortura, en
cumplimiento con los artículos rz, 13 y 1g del Decreto 40-2010 del Congreso de la
República de Guatemala, Ley del Mecanismo Nacional de prevención de la Tortura y otros
Tratos o Penas crueles, lnhumanos o Degradantes, de la manera más atenta coMUNlco
A USTED COMO JUEZ A CARGO I.A CAUSA 01076.2012-00025 CORRESPONDIENTE A
TEONET RODRIGO AMADO MOTINA, A MANERA DE RECOMENDACIÓN EFECTUADA POR
EsrA oFlclNA derivada de las visitas por seguimiento de denuncia, efectuadas al centro
Médico "Ren acer".

EI Mecanismo Naclonal de prevención de la Tortura RECoMIENDA a la autoridad
competente, con fundamento en el Artículo 19 del protocolo Facultat¡vo de la convención
contra la Tortura y otros Tratos o penas crueles, lnhumanos o Degradantes, para mejorar
el trato y las condiciones de las personas privadas de libertad y de prevenir la tortura y
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, tomando en consideración las
normas pert¡nentes de las Naciones Unidas, se indica lo siguiente:

1.1 Considerando que la prohibición de la tortura es una norma imperativa de

derecho internacional que forma parte del ius cogens, y que la Constituc¡ón
Polít¡ca de la República de Guatemala, en su artículo 46 establece el principio
general de que, en mater¡a de derechos humanos, los tratados y convenciones
aceptados y ratificados por Guatemala t¡enen preem¡nencia sobre el derecho
interno.

1.2 Considerando que, derivado de los compromisos adquiridos al suscribir los

citados ¡nstrumentos internacionales, el Comité Contra la Tortura de la

Organización de las Naciones Unidas, ha recomendado que el Estado de

Guatemala tome las medidas legislativas adecuadas para prevenir la práctica de la

tortura dentro de su territorio nacional, así como por medios no judiciales de

Lcll clLLCl plCVElltlVU Ud5ijuUS ell Vl5lLd5 pellUUlLd5 (r lU) lUgdle5 Ue UelellLlOll.

1.3 Considerando que la prisión preventiva tiene un carácter estr¡ctamente

excepcional, y su aplicación se debe adecuar a los principios de legalidad,

presunción de inocencia, razonabilidad, necesidad y proporcionalidad.
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fundamento al Decreto 4o-2oro y en el marco legal citado y lo que en derechos
humanos cita la convención contra La Tortura y otros Tratos o penas crueles,
lnhumanos o Degradantes, y su protocolo Facultativo, el cual aprobado por el
estado de Guatemala, mediante
RECOMIENDA:

el decreto legislatlvo nú!.nero S-?-2007,

En observancia a la legislación nacional e ¡nternacional referida en materia de
Derechos Humanos; y específicamente dar cumprimiento a ro contemprado en er

artículo 3 de ia constitución poiítica cie ia Repúbiica cie Guatemaia, en ei cuai ei
Estado garantiza la vida humana desde su concepción, así como la ¡ntegr¡dad y la
seguridad de la persona; que el juez a cargo de la causa 01076-2012-00025 pueda
contemplar el arresto domiciliario para el privado de libertad LEoNEL RoDRtGo
AMA.Do t\.4o1!NA, corno rnedida sustitutiva a la prlsión p!"e.'-,ent¡,/a por su carácte!"
menos restrictivo, a fin de permit¡r que el privado de libertad en mención pueda
acceder al tratam¡ento indicado por los médicos tratantes sin demora alguna
desde su res¡dencia para alcanzar una plena recuperación, en virtud que el sistema
Penitenc¡ar¡o no puede ofrecer condiciones para atender a personas enfermas; de
tal forma que se pr¡v¡letien y garant¡cen sus derechos const¡tucionales tales como
la vida y la salud. Así mismo es ¡mportante tomar en consideración el principio de
igualdad procesal con respecto al resto de sujetos sindicados en el proceso a

qulenes ya les fue concedida la medida sustituva de arresto domiciliario.

Para mayor comprensión de adiciona copia certificada del informe de la visita in situ
realizada y que obra en el respectivo exped¡ente de la unidad de Denuncia y Archivo de la
oficina Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos o penas crueles, lnhumanos o
Degradantes.

En observancia a los artículos 13 literal i) y 16 literal e) del Decreto 40-2010 ley del
Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o penas Crueles,
lnhumanos o Degradantes que en lo conducente expresan: ,,Articuto 79, Fdcuttddes y
otribuciones. Son facultodes y qtribuc¡ones de la Of¡c¡no Nocionol de Prevención de lo forturc, las s¡gu¡entes:
..- )oitetit)t uí ivintisietfu Fúbiico, iviitisi.tos Lie Gobietuo, 3ecreluríos, atgunitnct iudiciui y cuuiquier oLtu
entidod públíco o privodo, el qpoyo necesorío poro el cumplimíento de sus funciones...", "Artícuto 26.
Obliqociones del Estodo. Son oblígaciones del Estcdo ... lnformor en un plazo rozonoble o lo OJicino, sobre
los medidqs odoptodos paro el cumplimiento de los recomendociones y sobre los dificultodes encontrsdos
poro su ¡mplementoc¡ón."; se sol¡c¡ta se sirva informar a la brevedad posible sobre las
actuaciones realizadas al respecto.

Sin otro particular, me suscribo de usted, deferentemente,
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LICENCI

MIGUEL ANGEL GÁlvgz rGuruR
JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA PENAT, NARCOACTIV¡DAD
Y DELITOS CONTRA Et AMBIENTE DE MAYOR RIESGO, GRUPO'B'
ORGANISMO JUDICIAT

SU DESPACHO

En mi calidad de Relator de la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura, en

cumplimiento con los artículos 12, 13 y 18 del Decreto 40-2010 del Congreso de la República

de Guatemala, Ley del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o
Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes, de la manera más atenta COMUNICO A USTED

COMO JUEZ A CARGO TA CAUSA 01074-2015.0017 CORRESPONDIENTE A ADOTFO

FERNANDO PEÑA PÉREZ, A MANERA DE RECOMENDACÉN EFECÍUADA POR ESTA

OFICINA derivada de las vis¡tas por seguimiento de denuncia, efectuadas al Hospital San

Sebastián.

Guatemala,0S de enero del 2018

U

El Mecan¡smo Nacional de Prevención de la Tortura RECOMIENDA a la autoridad

competente, con fundamento en el Artículo 19 del Protocolo Facultativo de la Convención

contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes, para mejorar

el trato y las condiciones de las personas privadas de libertad y de prevenir la tortura y otros

tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, tomando en consideración las normas

pertinentes de las Naciones Unidas, se indica lo s¡gu¡ente:

1.1 Considerando que la prohibición de la tortura es una norma imperativa de

derecho internacional que forma parte del ius cogens, y que la Constituc¡ón Polít¡ca

de la República de Guatemala, en su artículo 46 establece el principio general de

que, en materia de derechos humanos, los tratados y convenciones aceptados y

ratificados por Guatemala tienen preeminencia sobre el derecho interno.

1.2 Considerando que, derivado de los compromisos adquiridos al suscribir los

c¡tados instrumentos internacionales, el Comité Contra la Tortura de la Organización

de las Naciones Unidas, ha recomendado que el Estado de Guatemala tome las

medidas legislativas adecuadas para prevenir la práctica de la tortura dentro de su

terr¡torio nacional, así como por medios no judiciales de carácter preventivo

basados en visitas periódicas a los lugares de detención.

1.3 Considerando que la prisión preventiva tiene un carácter estrictamente

excepcional, y su aplicación se debe adecuar a los principios de legalidad, presunción

de ¡nocencia, razonabilidad, necesidad y proporcionalidad.

La Oficina frlacicnal de Prevención de la Tortura y Otros T!"atos o Penas Crueles,

lnhumanos o Degradantes en el presente caso, por la razones previamente

expuestas en las consideraciones generales y específicas, así mismo con

fundamento al Decreto 40-2010 y en el marco legal citado y lo que en derechos

MECANISMO NACIONAL
OFICINA DE PREVENCIÓN DE IJI TORTURA
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MECANISMO NACIONAL
OFICINA DE PREVENCIÓN DE tA TORTURA

humanos cita la Convención Contra La Tortura y Otros Tratos O Penas Cruelet
lnhumanos o Degradantes, y su Protocolo Facultat¡vo, el cual aprobado por el estado

de Guatemala, mediante el decreto legislativo número 53-2007, RECOMIENDA:

En observancia a la legislación nacional e ¡nternac¡onal referida en materia de

Derechos Humanos; y específicamente dar cumplimiento a lo contemplado en el

artÍculo 3 de la Constitución Política de la República de Guatemala, en el cual el

Estado garant¡za la vida humana desde su concepción, así como la integridad y la

seguridad de la persona; como juez a cargo de la causa 01074-20 15-00'1 7, pueda

contemplar ordenar el arresto domiciliario para el privado de libertad ADOLFO

FERNANDO PEÑA PÉREZ, como medida sustitutiva a la prisión preventiva por su

carácter menos restrictivo, a fin de permitir que el privado de libertad en mención

pueda acceder al tratamiento indicado por los médicos tratantes; el cual no puede

ser ofrecido por el servicio médico de la Dirección General del Sistema Pen¡tenciar¡o,

ni por el Sistema de Salud Pública por carecer del equipo médico requerido; ya que

en la actualidad solo ciertos centros asistenciales privados cuentan con el equipo y

personal médico especializado para el tratamiento que el privado de libertad

referido requiere. S¡n embargo, cabe señalar que los centros asistenciales que

disponen de las condiciones requeridas para el tratamiento del señor ADOLFO

FERNANDO PEÑA PÉREZ, por razones de Protocolos de Seguridad se reservan la

admisión de personas privadas de libertad derivado de los acontec¡mientos

negat¡vos suscitados con este sector poblacional.

Para mayor comprensión de adiciona copia certificada del informe de la vis¡ta in s¡tu

realizada y que obra en el expediente SAP-001-2018 de la Unidad de Denuncia y Archivo de

la Oficina Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueies, lnhumanos

o Degradantes.

En observancia a los artículos 13 literal j) y 16 literal e) del Decreto 40-2010 ley del

Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles,

lnhumanos o Degradantes que en io conducente expresan: "Artícuto 73. Focuttddes y
dtribuciones. Son focultodes y otr¡buciones de lo Oficina Nocionol de Prevencíón de b fofturo, los sigu¡entes:

... Sol¡c¡tor ol M¡n¡ster¡o Públ¡co, Ministros de Gob¡erno, Se1etorías, Orgdn¡smo Jud¡c¡ol y cuolqu¡er otro
ent¡dod públ¡co o privodo, el opoyo necesdr¡o para el cumplimiento de sus func¡ones...", "A,rtlculo 76.

Obligdciones del Estado. son obl¡goc¡ones del Estodo: ... lnformor en un plozo rozonoble o la Of¡c¡no, sobre

los med¡dos odoptodos poro el cumplim¡ento de las recomendaciones y sobre los d¡f¡cultddes encontrddas pdm

su ¡mplementoc¡ón "; se solicita se sirva informar a la brevedad posible sobre las actuaciones

realizadas al respecto.

Sin otro part¡cular, me suscribo de usted, deferentemente,
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coPlh
HONORABLE
JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA PENAL,
NARCOACTIVIDAD Y DELITOS CONTRA EL AMBIENTE
MAYOR RIESGO "D"
SU DESPACHO

Apreciable Jueza:

De manera atenta, como secretario Ejecutivo de la oficina Nacional de prevención
de la Tortura y en ejecución del mandato conferido a este Mecanismo Nacional de
Prevencón de la Tortura y otros Tratos o penas crueles, lnhumanas o Degradantes,
según el Decreto 40-2010, y en observancia a las normas pertineniés de las
Naciones Unidas.

Respetuosamente envío a usted, las RECoMENDAcIoNES que en ejercicio de su
mandato realizan los Retatores CARLOS ALBERTO SOLóRZANO R|VERA,
CECILIA ILUSIÓN BARRIOS ORTEGA Y MARIO ROBERTO VERAS PAPPA,
quienes visitaron EL CENTRO DE DETENCTóN pREVENTtvA PARA HOMBRES
DE LAZONA 17 "MARISCAL ZAVALA,,, para atender la denuncia presentada ante
esta oficina con número de referencia 0s-2018/cmql el día 0g de enero del 2019,
alusiva al señor Diego chacón Yurrita, por las razones previamente expuestas en
las consideraciones señaladas, asi mismo con fundamento al Decreto 40-2010 y en
el marco que en derechos humanos cita la convención contra La Tortura y otros
Tratos o Penas crueles, lnhumanos o Degradantes, y su protocolo Facultativo, el I

cual aprobado por el estado de Guatemala mediante el decreto legislativo número
53-2007, SE RECOMIENDA;

A. Atender las recomendacíones efectuadas por la Oficina Nacional de
Prevención de Ia Tortura y Otros Tratos o penas Crueles, lnhumanos o
Degradantes, a través de la Relatoría designada:

4.1 Considerando que la prohíbicíón de la tortura es una norma imperativa
de derecho internacional que forma parte del ius cogens, y que la

Constitución Política de la República de Guatemala, en su artículo 46
establece el principio general de que, en materia de derechos humanos,
Ios tratados y convenciones aceptados y ratificados por Guatemala
tienen preeminencia sobre el derecho interno.

A.2 Considerando que, derivado de los compromisos adquiridos al suscribir
los citados instrumentos internacionales, el Comité Contra la Tortura de
la Organización de las Naciones Unidas, ha recomendado que el Estado
de Guatemala tome las medidas legislativas adecuadas para prevenir la
práctica de la tortura dentro de su territorio nacional, así como por medios

5e. Ave 2-31, Zona 1 Guatemala, C-A. Teléfonos: {:;n2) 2.1:¿J. 1065, 2220'0215

Causa: 01 073-201 6-0035

Guatemala, 23 de enero del 2019
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no judiciales de carácter preventivo basados en visitas periódicas a los
lugares de detención.

4.3 Considerando que la prisión preventiva tiene un carácter estrictamente
excepcional, y su aplicación se debe adecuar a los principios de
legalidad, presunción de inocencia, razonabilidad, necesidad y,

proporcionalidad.

B. Que derivado que el señor DIEGO CHACÓN YURRITA quien se encuentra
privado de su libertad, ha sido evaluado por el Departamento de Servicios
Médicos del Sistema Penitenciario, el lnstituto Nacional de Ciencias
Forenses -lNAClF- y el Colegio de Médicos y Cirujanos de Guatemala, y la
opinión de los médicos facultativos act¡vos en el Colegio de Médicos de
Guatemala quienes han concluido que el señor CHACóN por prescripción
médica padece de una fractura vertebral que produce dolores crónicos, que
se han tratado con analgésicos; así mismo de asma bronquial el cual es una
enfermedad de naturaleza CRÓNICA, por lo que la Oficina en consideración
a lo expuesto por los entes colegiados, en virtud que la enfermedad del Asma
Bronquial Persistente consiste en un proceso patológico crónico que
necesita sea tratado por especialista en neumología, sugiere se considere
que el tratamiento debe reunir cond¡ciones como lo es el tratamiento medico
propiamente dicho, es decir, medicamentos antialérgicos, broncodilatadores
y de prevención. Sin embargo, en este tipo de enfermedad ejerce una
influencia determinante el ambiente sanitario donde permanece, así como
factores emocionales y dietéticos.

Este proceso puede desencadenar una CRISIS ABRUPTA en cualquier
momento que demanda contar con los recursos de asistencia y
terapéutica inmediata, ya que de no ser así se pone en peligro inminente
su vida.

Por tal razón y teniendo el conocimiento de las condiciones imperantes
en el centro de privación de libertad donde se encuentra, el cual no
cumple con las garantías asistenciales para este tipo de patología y en
concordancia con el pr¡ncipio del derecho a la vida y el acceso adecuado
a la salud se recomienda que se tome en cons¡deración el poderle brindar
las condiciones ambientales adecuadas para coadyuvar con el
tratamiento que lleva a minimizar las condenas o factores de riesgo y sus
constante evaluación por un especialista.

El Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura ha realizado visitas,
velando porque no se ponga en riesgo al detenido en ningún momento
para lo cual cuenta con el testimonio, las denuncias o acusaciones sobre
el trato que reciben por parte de las autoridades e instituciones, sin
embargo, las revelaciones solo se podrán hacer públicas por

consentimiento expreso del denunciante.

El Protocolo de Estambul, manual para la investigación y documentación
eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o
degradantes, @nst¡tuye una herramienta de referencia que detalla los
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aspectos médlcos y legales que conforman la investigación de denuncias
de tortura y malos tratos.

El órgano visitador europeo y el Comité Europeo para la Prevención de
la Tortura -CPT-, señala que un nivel inadecuado de asistencia sanitaria
puede conducir rápidamente a situaciones que caigan dentro del ámbito
de "tratamiento inhumano y degradante", por lo tanto, esta evaluación
debe examinar la atención individual brindada a los detenidos.

El principio general al considerar maneras de prevenir la tortura es que
los profesionales de la medicina y las ciencias jurídicas y sociales y
humanas nunca debe participar ni activa ni pasivamente o condonar la
tortura n¡ cualquier otra forma de malos tratos.

Por lo anterior, se recomienda a la Honorable Juzgadora a cargo de la causa 01073-
2016-00359 evaluar si existen las condiciones idóneas para establecer la necesidad
que el señor DIEGO CHACÓtrl yURRITR continúe privado de su libertad, de tal
forma que por razones humanitarias se tome en considerac¡ón contemplar el
otorgamiento del arresto domiciliario, como medida sustitutiva a la prisión preventiva
por su carácter menos restrictivo; con fundamento en el artículo 264 en el Decreto
5'1-92, Código Procesal Penal, en su parte conducente expresa: "Artícuto 264.-
Sust¡tución. Siempre que el peligro de fuga o de obstaculización para la aver¡guac¡ón de la verdad
pueda ser razonablemente evitado por apl¡cac¡ón de otrc medida menos gÉve para el ¡mputado, el
juez o tribunal competente, de oficio, podrá imponerle alguna o varias de las medidas s¡gu¡entes: 1)

El arresto domiciliario, en su prop¡o domic¡lio o residencia o en custodia de otra persona, s¡n v¡g¡lancia

prohibición de salir, sin autorización, del pais,
que fie el tr¡bunal. 5) La proh¡bición de concurir a determ¡nadas reuníones o de v¡s¡tar ciertos 

i
lugares. 6) La proh¡bición de comunicarse con personas determ¡nadas, s¡empre que no se afecte ell
derecho de defensa. 7) La prestación de una caución económ¡ca adecuada, por el prop¡o imputado'
o por otra persona, med¡ante depós¡to de dinero, valores, constituc¡ón de prenda o hipoteca, embargol
o entrega de b¡enes, o la f¡anza de una o más personas idóneas..." 

I
Se adjunta informe de la visita realizada para una mayor comprensión del 

i

caso, el cual está contenido én trece (13) folios. 
I
I

En observancia a los artícutos 13 titeral j), añícuto 14 titeral b) y 16 titerat e) dell
Decreto 40-2010\ey del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y Otros
Tratos o Penas Crueles, lnhumanos o Degradantes que en lo conducente expresan:
"Artículo 13. Facultades y atribuciones. Son facultades y atribuciones de la
Oficina Nacional de Prevención de la Toñura, /as srgulenfes; . . . Solicitar al
Ministerio Púbtico, Ministros de Gobierno, Secretarías, Organismo Judicial y
cualqu¡er otra entidad pública o privada, el apoyo necesar¡o para el cumpl¡miento de

sus func,bnes.. .", "A¡tículo 14. Garantías. El Estado, para asegurar el desempeño

de las facultades de ta Of¡c¡na Nacional de PrevenciÓn de la Toftura, garant¡za: .. .
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b) Que no se aptigue, permita o tolere sanción o medida alguna contra /as personas
que integran ta Oficina por et cumplimiento de sus funciones, ni contra ninguna
persona u organizac¡Ón, por haber camunicado a la Oficina cualquier informac¡Ón,
'ya 

sea verdádera o falsa; ninguna de esfas personas u organizacíones sufrirá
'perju¡c¡os 

de ningún tipo por este mot¡vo... ", 'Artículo 16. Obligaciones de'

alguna o con la que el tribunal disponga. 2) La obl¡gación de someterse a cuidado o v¡g¡lancia
una persona o de ¡nstitución determinada, quien ¡nformará peiód¡camente al tibunal. 3)
obligación de presentarse peiód¡camente ante el tr¡bunal o la autoridad que se des¡gne. 4)
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Estado. Son obligaciones del Estado: ... lnformar en un plazo razonable a la
Oficina, sobre las medidas adoptadas para el cumplimiento de las recomendacione
y sobre las dificultades encontradas para su implementacíón "; por cons¡guiente,
sírvase considerar las recomendac¡ones em¡tidas por los señores Relatores.

Sin otro particular, me suscribo de usted, atentamente,

Lle rff0 AfIEDA
ltl
S REfAR uf !vo

Ut,
DI tATORÍURA
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